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Mundialización y Globalización:
una Distinción Necesaria

Carlos Fortín 
Institute of Development Studies, University of Sussex

Correo Electrónico: carlos.fortin@aya.yale.edu.

La controversia sobre la globalización1

La cuestión de si la globalización es un fenómeno be-

nigno o perverso ha dado origen –como es bien sabido- a un 

debate internacional intenso y cargado de emocionalidad. 

Al lado de este debate es frecuente encontrar otro, tal vez 

menos emocional, pero no menos intenso: ¿es la globaliza-

ción un proceso natural, inevitable e irreversible, o es por 

el contrario producto de decisiones –conspiraciones, dirán 

algunos- de gobiernos, de instituciones financieras interna-

cionales, de empresas multinacionales, de grupos de interés? 

Decisiones, en esta última visión, que naturalmente podrían 

modificarse o revertirse. 

Un defensor connotado del primero de esos puntos 

de vista es el escritor Mario Vargas Llosa, quien sostiene que 

la globalización es “un sistema tan irreversible en nuestra 

época como el sistema métrico decimal”. Y agrega: “La glo-

balización no es, por definición, ni buena ni mala: es una 

realidad de nuestro tiempo que ha resultado de una suma de 

factores, el desarrollo tecnológico y científico, el crecimiento 

de las empresas, los capitales y los mercados y la interdepen-

1 Este texto ha sido publicado adicionalmente en Revista Plural, de San Juan, Puer-

to Rico, en abril del 2007.
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dencia que ello ha ido creando entre las distintas naciones 

del mundo”2.

Obviamente no se le puede pedir a un gran novelista 

que además entienda perfectamente la compleja economía 

política del capitalismo contemporáneo, pero lo cierto es 

que la caracterización de la globalización que propone Var-

gas Llosa revela una confusión fundamental acerca del con-

tenido esencial de la noción de globalización. Para eliminarla 

se hace necesario explorar lo que podríamos llamar la lógica 

dual de la globalización.

La Lógica Dual de la Globalización

Por debajo de los fenómenos visibles y mensurables 

que habitualmente sirven para definir la globalización hay en 

realidad no uno sino dos procesos distintos, cada uno con su 

marco conceptual y su propia lógica de funcionamiento y de 

evolución. Aunque están estrechamente relacionados, hay 

que entenderlos por separado. Incluso puede ser útil distin-

guirlos semánticamente, para lo cual en la lengua española 

(como en la francesa, y en contraste con la inglesa) contamos 

con dos palabras: globalización y mundialización3.

Hay por un lado un proceso de creciente interacción 

entre las sociedades y las economías que podríamos llamar 

mundialización y que es resultante del progreso científico 

y tecnológico, especialmente en la tecnología de la infor-

mación y la comunicación. El ejemplo más espectacular es 

Internet, pero el fenómeno es más general: el progreso en 

materia de información y comunicación permite un inter-

cambio sin precedentes de ideas, valores y cultura, así como 

2 Mario Vargas Llosa, “Abajo la ley de la gravedad”, El País,  Madrid, 3 de febrero 

de 2001 
3 Curiosamente el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española 

acepta el anglicismo globalización pero no así el neologismo mundialización que 

sin embargo es una derivación perfectamente castiza del adjetivo mundial.
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facilita el movimiento de bienes y servicios e incluso la frag-

mentación y descentralización de los procesos productivos 

y la internacionalización de la producción. Este fenómeno 

es, en verdad, inevitable, irreversible y además altamente 

deseable. Contiene la promesa de un mundo más integrado, 

más comprensivo y por consiguiente tolerante de las dife-

rencias; más rico en creatividad por la fertilización recíproca 

de ideas, de experiencias y de tradiciones culturales y socia-

les; y económicamente más eficiente por la posibilidad de 

especialización internacional.

Pero, por otro lado, hay un conjunto de políticas na-

cionales e internacionales, que son tanto una respuesta al 

proceso anterior como un esfuerzo por facilitarlo y orientarlo 

en ciertas direcciones, y que va acompañado de una ideología 

que trata de explicar y justificar esas políticas. En este segundo 

sentido, que podemos llamar globalización, de lo que se trata 

es de un proceso político en los planos nacional e internacio-

nal, que implica escoger opciones de políticas y de acción. Por 

consiguiente en este segundo sentido la globalización no es ni 

inevitable ni irreversible, y en la forma en que se está dando en 

la realidad, tiene muchos elementos claramente indeseables. 

Políticas e Ideología de la Globalización

Las componentes explícitos de las políticas de globa-

lización  son la liberalización, la privatización y la desregula-

ción, aplicadas tanto en el plano nacional como en el interna-

cional. En el plano nacional se expresan emblemáticamente 

en el llamado Consenso de Washington y en las condicionali-

dades impuestas por el Banco Mundial y el Fondo Monetario 

Internacional; en el plano internacional, primariamente en 

las reglas y disciplinas de la Organización Mundial del Co-

mercio  (OMC). 

La ideología justificativa de estas políticas tiene a su 
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vez dos componentes. Por un  lado, la ideología del neo-libe-

ralismo económico, según la cual el mercado libre siempre 

asigna los recursos de manera óptima y la empresa privada 

es siempre el agente económico más eficiente.. Por otro, 

la ideología del globalismo económico, según la cual en el 

mundo contemporáneo las fronteras son menos y menos 

importantes tanto para el funcionamiento de la economía 

mundial como para el manejo de las políticas económicas 

nacionales. En esta óptica la economía mundial globalizada 

ofrece oportunidades a las empresas de todos los países en 

un mercado mundial crecientemente unificado. La tarea de 

los gobiernos es la de impulsar la globalización facilitando el 

acceso de las empresas transnacionales al mercado mundial 

a través de la reducción de las barreras al movimiento de bie-

nes, servicios y capitales. Ello, según la ideología, conducirá 

a una asignación óptima de recursos a escala mundial y a la 

optimización del bienestar mundial (UNCTAD, 2003).

La Crítica a la Globalización

En tanto políticas e ideología, la globalización está 

siendo objeto de una crítica profunda por parte de analistas 

académicos. Quien mejor encarna esa crítica es el economis-

ta estadounidense Joseph Stiglitz, profesor de la Universidad 

de Columbia, ex-Vicepresidente y Economista Jefe del Banco 

Mundial, ex-Presidente del Consejo de Asesores Económicos 

del Presidente de los Estados Unidos y Premio Nóbel de Eco-

nomía del año 2001. Dos citas pueden resumir sus críticas. En 

su último libro Stiglitz (2006: 28-29, mi traducción) escribe: 

La receta del Consenso de Washington se basa 

en una teoría de la economía de mercado que 

supone información perfecta, competencia per-

fecta y mercados de riesgo perfectos –una idea-
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lización de la realidad que tiene muy poca rele-

vancia para los países en desarrollo en particular 

... Los progresos de la teoría económica en los 

años setenta y ochenta clarificaron los límites 

de los mercados; mostraron que los mercados 

irrestrictos no llevan a la eficiencia económica 

cuando la información es imperfecta o los mer-

cados son incompletos.

Y en su best seller anterior (2002, p. ix, mi traducción) 

había afirmado:

He escrito este libro porque mientras estuve en 

el Banco Mundial pude ver de primera mano 

el efecto devastador que la globalización pue-

de tener en los países en desarrollo y especial-

mente en los pobres  dentro de esos países ... 

la manera en que la globalización ha sido ma-

nejada, incluyendo los acuerdos comerciales 

internacionales... y las políticas que han sido 

impuestas a los países en desarrollo en el proce-

so de globalización, tienen que ser repensadas 

radicalmente.

A las críticas de Stiglitz se pueden añadir otros elemen-

tos. La ideología neo-liberal fundamentalista contiene una 

contradicción interna en la medida en que postula que el ob-

jetivo de que sea el libre mercado quien asigne los recursos 

se realiza a través de la acción de la empresa privada, y en 

particular el capital internacional, las empresas transnacio-

nales. Con ello incurre en una de las confusiones más funda-

mentales del discurso económico ortodoxo contemporáneo, 

que es igualar la libre competencia y la empresa privada; fue 

nada menos que Adam Smith quien primero observó la ten-
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dencia natural del capitalista privado hacia el monopolio.4

El conflicto entre el mercado libre y la empresa priva-

da es particularmente agudo cuando se trata de empresas 

transnacionales, cuya tendencia al monopolio se ve exa-

cerbada por su tamaño y el ámbito de sus operaciones. La 

sospecha, no solamente de parte de los manifestantes ca-

llejeros contra la OMC, el FMI y el Banco Mundial sino de 

analistas rigurosos e imparciales, es que la globalización, 

como conjunto de políticas para facilitar la mundialización,  

está primordialmente dirigida a hacer posible la expansión 

y la penetración del capital transnacional, y que cuando ese 

objetivo entra en conflicto con el mercado libre, es el interés 

de las transnacionales el que prevalece. Así por ejemplo la 

inclusión en la OMC de la temática de la propiedad intelec-

tual –una institución que es lo opuesto del libre mercado, en 

la medida en que tiene por objeto crear rentas monopólicas 

para los inventores- es generalmente interpretada como pro-

ducto de la presión de las compañías farmacéuticas de los 

Estados Unidos.5 Asimismo la exclusión de las negociaciones 

de la OMC del área de política y legislación de competencia, 

cuyo objeto es prohibir los monopolios, y  el lento progreso 

en la implementación de la liberalización de los movimien-

tos temporales de trabajadores, en contraste con el rápido 

progreso en la liberalización de los servicios financieros, se 

perciben como producto del poder del capital internacional  

para establecer la agenda negociadora de la OMC.

4 “Las gentes de la misma industria rara vez se reúnen, aunque sólo sea con fines de cele-

braciones y fiestas, sin que la conversación acabe en una conspiración contra el público 

o en alguna maquinación para elevar los precios. Es realmente imposible impedir esas 

reuniones mediante una ley que pueda ser aplicable y que sea compatible con la libertad 

y la justicia. Pero si la ley no puede impedir que las gentes de la misma industria se reúnan 

a veces, al menos no debería hacer nada para facilitar esas asambleas y mucho menos 

hacerlas necesarias, (Adam Smith, La Riqueza de las Naciones, Libro 1, Cap. X).
5 Uno de los más destacados analistas económicos del comercio contemporáneos, 

el profesor Jagdish Bhagwati –que además es un defensor acérrimo de la globali-

zación- ha escrito que el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propie-

dad Intelectual relacionados con el Comercio (TRIPS) ha transformado a la OMC en 

un recolector de impuestos de los países ricos (Bhagwati, 2005).
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La Crítica a la Ideología Globalista y la Reemer-

gencia del Nacionalismo

Y así llegamos al último, y acaso políticamente más im-

portante, punto de crítica de la ideología de la globalización. 

La ideología del globalismo económico es errónea en su des-

cripción de la realidad de la economía contemporánea, que 

lejos de haberse integrado en un espacio económico único 

sigue funcionando sobre la base de fronteras nacionales y 

de actores económicos nacionales: la vasta mayoría de las 

transacciones económicas en el mundo de hoy tienen lugar 

dentro de territorios nacionales. Por ello mismo la cuestión 

de la nacionalidad de los que controlan el capital está siendo 

un tema más y más importante en los debates políticos no 

sólo en los países en desarrollo sino también en los países 

industrializados. También lo es la cuestión de cómo se repar-

ten los beneficios de la actividad económica globalizada en 

términos de actores nacionales: trabajadores, empresarios, 

consumidores. Para un trabajador en un país en desarrollo 

cuyo puesto de trabajo ha desaparecido porque la empresa 

decidió trasladarse a otro país de costos laborales más bajos 

es dudoso consuelo el saber que ello hace que la economía 

mundial en su conjunto sea ahora más eficiente. Recurro 

nuevamente a Stiglitz  (2006, p. xv):

Una de mis críticas a las instituciones económi-

cas internacionales es que trataron de preten-

der que no había ni ganadores ni perdedores 

–un solo conjunto de políticas dejaba a todo el 

mundo mejor- cuando la esencia de la econo-

mía es el escoger, el hecho de que hay alterna-

tivas algunas de las cuales benefician a algunos 

grupos (tales como los capitalistas extranjeros) 

a expensas de otros, algunas de la cuales impo-

nen riesgos a algunos grupos (tales como los 

trabajadores) para ventaja de otros. 
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En otras palabras, la ideología globalista olvida –o es-

conde- el enfoque  fundamental de los antiguos economistas 

políticos, de Smith, de Marx, de Ricardo, según el cual todo 

proceso económico tiene efectos políticos y es a su vez in-

fluenciado por las fuerzas políticas y por las luchas de poder.

La economía política de la globalización ha retorna-

do a la palestra a través de la reemergencia del nacionalis-

mo económico (Fortín, 2003). El fenómeno se presenta de 

manera más visible en América Latina, pero tiene también 

expresiones en otros continentes, e incluso en los países 

desarrollados. Implica esencialmente una reafirmación de 

la importancia de las economías nacionales y los actores 

económicos nacionales en el mundo globalizado. Rechaza 

la noción de que la localización de la producción y la pro-

piedad y el control de la capacidad productiva carezcan de 

importancia. Afirma, por la inversa, la validez de  proyectos 

de desarrollo animados por actores nacionales, empresarios 

y trabajadores, y acompañados por un Estado cuyo papel es 

proveer el marco institucional y jurídico para el funciona-

miento del mercado, promover la inversión y el uso produc-

tivo de los recursos y corregir las deficiencias del mercado 

cuando los costos y beneficios sociales no coincidan con los 

costos y beneficios privados.

Esta respuesta no está exenta de peligros: el naciona-

lismo puede despreciar las potencialidades que la mundiali-

zación ofrece o incluso caer en la intolerancia y la xenofobia. 

Debe, por consiguiente hacerse un esfuerzo porque –como 

planteó la UNCTAD (párrafo 41)- este nacionalismo redes-

cubierto sea un “nacionalismo abierto, que se mantenga fir-

memente dentro de los límites legítimos de la defensa del 

interés nacional en el contexto de una sociedad mundial cre-

cientemente interdependiente, en que el flujo libre de ideas y 

de bienes, el compartir metas y aspiraciones, el construir co-

lectivamente proyectos sociales y económicos y el diálogo y 

la coexistencia de culturas y valores sean el objetivo último.” 
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La Integración en los Estados 
Desunidos de Latinoamérica: una 

Visión Sustentada en el Pensamiento 
de Felipe Herrera

Nelson Morales 
Asesor del Departamento de Investigación y Desarrollo de la 

Academia de Guerra del Ejército y Profesor del Departamento 

de Gestión y Políticas Públicas de la Universidad de Santiago de 

Chile.

Correo Electrónico: nmorales1962@gmail.com

Introducción
        

La historia  de la vida en sociedad y, por ende, de las prime-

ras asociaciones políticas está cruzada por dos grandes ejes 

conductuales: la Cooperación y el Conflicto. Ambas manifes-

taciones se dan permanentemente en la mayor parte de las 

relaciones humanas, lo cual permite en definitiva la supervi-

vencia del grupo o de los grupos que van estructurándose en 

toda sociedad.

Sin embargo, es el conflicto el que normalmente recibe 

mayor atención y preocupación de la gente, y muchas veces, 

los actos de cooperación pasan desapercibidos por la espec-

tacularidad o efecto mediático del conflicto, considerándose 

la cooperación como un acto natural y cotidiano, y por ello, 

nunca se destaca lo suficiente.

Ahora bien, dentro de los actos cooperativos, quizás el 

de mayor trascendencia en el plano de las relaciones interna-

cionales, se vincula a los procesos de integración, pues impli-

ca una cooperación mucho más estrecha y permanente.
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Por otra parte, la historia reciente nos entrega un pa-

norama alentador en el plano integrador, tanto a escala mun-

dial como regional. En este último contexto se destaca con 

prístina nitidez el acuerdo MERCOSUR (Mercado Común del 

Sur), dadas sus características y la profundidad de sus alcan-

ces,  pero no es el único pues se ha reactivado el Pacto Andi-

no, hoy Comunidad Andina de Naciones, y otros acuerdos e 

instituciones de mayor amplitud como la ALADI (Asociación 

Latino-Americana de Integración) y  CEPAL (Comisión Econó-

mica para América  Latina y el Caribe), los cuales  mantienen  

su plena vigencia; sin embargo, este alentador panorama 

sigue muy circunscrito al ámbito económico y  no se expresa 

con la misma rapidez ni profundidad en el plano político 

y, por tanto, ésta se visualiza como una tarea pendiente y 

todavía por desarrollar y profundizar.  Y es precisamente, a 

partir de estas consideraciones,  que ha surgido la inquietud 

de estudiar el tema de la integración Latinoamérica pero en 

este caso tomando en cuenta,  el punto de vista político. Por 

otra parte, en esta tarea será fundamental  el aporte y resca-

te del pensamiento de uno de los hombres que más hizo en 

la década del sesenta por la integración latinoamericana, el 

chileno Felipe Herrera6, fundador del Banco Interamericano 

de Desarrollo, el cual formó parte de una generación de in-

telectuales y profesionales latinoamericanos, como el argen-

tino  Raúl Prebisch o el brasileño Celso Furtado entre otros, 

quienes visualizaron una gran oportunidad de integración 

para fortalecer la posición de los países latinoamericanos 

ante los otros bloques que ya estaban consolidándose en Eu-

ropa, América del Norte y Asia. Es por ello que en gran parte 

las potenciales directrices de la integración política que se 

expondrán en nuestro artículo, estarán basadas en su visión 

de la integración, visión que por lo demás es compartida en 

6 Destacado jurista chileno, catedrático y ministro de Estado,  fundador de impor-

tantes instituciones para la integración latinoamericana dentro de las cuales  se 

destaca  el Banco interamericano de Desarrollo y del Instituto  para la Integración 

de América Latina; y autor de varios textos sobre el proceso integrativo. 
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gran parte por el autor del artículo. 

A la vez, es necesario precisar que la integración no 

es un proceso fácil ni exento de dificultades, con avances y 

retrocesos, dependiendo de las circunstancias y los actores 

más o menos favorables al proceso; sin embargo, es evidente 

que en los tiempos actuales y pese a los problemas, son más 

los aspectos positivos que negativos los que se reciben del 

fenómeno integrador, de ahí el deseo manifiesto de muchos 

países de incorporarse a la Unión Europea y, en otros casos 

como el nuestro, de tener un tratado con dicho referente. Es 

así como para Latinoamérica la integración es un desafío y 

una meta a alcanzar, por ello la discusión del tema es nece-

saria y puede llevar a la toma de conciencia de su necesidad, 

sobre todo en las circunstancias actuales en donde los gran-

des bloques mundiales dan muestras de ser la llave al éxito 

y al desarrollo.  

El  problema se genera en torno al nuevo escenario 

de las relaciones regionales y mundiales cruzadas por el 

fenómeno de la globalización que ha determinado que los 

países por sí solos no puedan hacer frente a los desafíos de 

esta nueva realidad, dada su envergadura y dinámica. Todo 

lo cual ha llevado a que los países de esta parte del mundo 

hayan iniciado con fuerza en  la década  de los ‘90, una nueva 

etapa de la ya larga historia de la integración latinoamerica-

na que comienza con el llamado “sueño bolivariano” en los 

albores de nuestra vida como naciones independientes. 

Por otra parte, el siglo XIX y gran parte del  XX de la his-

toria latinoamericana estuvo marcado por la tensión genera-

da por nuestras reiteradas diferencias respecto a los límites 

fronterizos, situación que al iniciar el siglo XXI se visualiza 

mucho más auspiciosa, pues quedan pocos temas pendien-

tes de la que fue la conflictiva tensión fronteriza. A la vez, 

estas disputas que tensionaron la vida y relación de muchos 

de nuestros países hoy  se ven atenuadas en virtud de estos 

nuevos tiempos de democracia y de mecanismos multilate-
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rales de resolución de conflictos, presentándose una nueva 

oportunidad a la  integración. Es por ello que desde los ‘90 

se han impulsado y concretado diversos acuerdos de inte-

gración con ambiciosos alcances; no obstante,  las preguntas 

que surgen de inmediato son varias: ¿estarán dichos proce-

sos  realmente asentados sobre bases sólidas?; ¿es posible 

una integración económica sin un paraguas político?;¿es 

posible la integración sin considerar otros planos distintos 

del económico, que le den mayor fortaleza y solidez? Es por 

ello que  esta investigación busca  estudiar y profundizar en 

uno de estos planos que a priori consideramos clave en todo 

proceso de integración que quiera perdurar en el tiempo, 

es decir la integración política, a la luz del actual proceso de 

globalización e integración regional.

La Integración

Se llama integración al proceso por el cual ciertos Es-

tados han optado por reunir un grupo de países que operan 

en conjunto y que acatan algunas disposiciones comunes, en 

particular en la esfera económica. No obstante,  la dinámica 

y complejidad de los procesos regionales que hoy se experi-

mentan a escala planetaria nos lleva a definir de manera más 

clara y precisa el concepto de integración al cual nos referi-

remos en el presente marco conceptual y sus relaciones con 

otros fenómenos del mundo de hoy. Para Benítez (1997), la 

integración consiste en el incremento de la unidad y vínculos 

entre dos o más naciones, ya sea por medio del estableci-

miento de relaciones de cooperación económica o mediante 

la suscripción de otros convenios o acuerdos de beneficios 

mutuo. Desde el punto de vista de los procesos, se aplicaría 

igualmente el término integración a todas aquellas activida-

des cualquiera sea su naturaleza y carácter, que promuevan 

de uno u otro modo la unidad, el entendimiento y las buenas 

relaciones entre dos o más naciones. 



21

Políticas Públicas

Concebida  la integración como un proceso amplio y  

que abarca las más diversas manifestaciones de la vida hu-

mana y sus interrelaciones, podemos distinguir procesos de 

carácter económico, político, social, cultural, jurídico y am-

biental entre otros, cada uno de los cuales está relacionado 

con  uno  de los otros. 

A la vez, si buscamos la relación entre integración y 

globalización, es posible entender o interpretar la integra-

ción como una institucionalización de la globalización, como 

una respuesta a este proceso y que le ha dado un dinamismo 

único en los tiempos actuales.     

Al respecto Jorge Nef (2000) afirma que la teoría de 

la integración se ha estructurado a partir de la experiencia 

europea, bajo el rótulo de la teoría funcionalista. Para los 

funcionalistas la integración es una  manifestación de una 

creciente complejidad evolutiva de las estructuras sociales. 

En este sentido, la integración sería entonces una creciente 

agregación y articulación de nuevas formas de convivencia, 

llevando a un sistema estable y coherente. En este caso la 

nueva forma de convivencia entre las naciones sería la globa-

lización y ésta determina, como una forma de enfrentar este 

proceso, el que ningún país pueda actuar de manera aislada, 

dando pie a la necesidad de buscar acciones de cooperación 

cada vez más intensas, y por cierto, la de mayor categoría es 

la integración entre países. 

La Globalización

 La globalización ha sido un proceso no ausente de 

polémicas e indefiniciones. Por una parte no existe una de-

finición globalmente aceptada; no obstante nadie queda 

indiferente ante su nombre, existiendo grandes detractores, 

como también acérrimos defensores. Lamentablemente en 

el uso habitual de la expresión, se ha hecho especial y exclu-

yente referencia a la dimensión económica del fenómeno, 
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dejando de lado otras aristas también presentes como la po-

lítica, social y cultural de no menor importancia. Este contex-

to de incertidumbre conceptual nos lleva a revisar algunas 

definiciones de la globalización para intentar dilucidar sus 

alcances. 

Para Beck (1998, p. 29) la globalidad de donde se des-

prende el vocablo globalización significa que hace ya bastan-

te tiempo que vivimos en una sociedad mundial y la globali-

zación puede entenderse como un fenómeno global, el cual: 

“significa los procesos en virtud de los cuales los Estados 

Nacionales  soberanos se entremezclan e imbrican mediante 

actores transnacionales y sus respectivas probabilidades de 

poder, orientaciones, identidades y entramados varios.” A la 

vez,  el autor (Beck: 40) sostiene que se pueden distinguir “...

las diferentes dimensiones de la globalización; a saber y sin 

pretender ser exhaustivos ni excluyentes): las dimensiones 

de las técnicas de comunicación, las dimensiones ecológicas, 

las económicas, las de la organización del trabajo, las cultu-

rales y las de la sociedad civil, etc.” 

Para el premio Nobel de economía y ex vicepresidente 

del Banco Mundial, Joseph Stiglitz (2002, p. 37), la globa-

lización corresponde a un fenómeno caracterizado por la 

“... integración más estrecha de los países y los pueblos del 

mundo, producida por la enorme reducción de los costes de 

transporte y comunicación, y el desmantelamiento de las 

barreras artificiales a los flujos de bienes, servicios, capitales, 

conocimientos, y en menos grado, personas a través de las 

fronteras”.

La integración y la globalización por tanto son fenó-

menos complementarios y que se van profundizando en la 

medida que se logran aperturas y posibilidades de avance, 

ya sea económicas, o bien políticas, sociales, culturales, etc. 

Con el fin de contribuir a explicar dicha idea, a continuación 

se indicarán las formas que contempla la integración, esto 

sin pretender excluir otras que pudieran existir.
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Formas de Integración

Integración Fronteriza

Esta se presenta generalmente con relación a necesi-

dades geográficas, limitándose a algunas ventajas aduaneras 

y no tarifarias. La Ronda de Montevideo del GATT considera 

la “integración fronteriza” como aquella en la que se aplica la 

cláusula de la “nación más favorecida”, esto es ventaja entre 

países relacionados,  pero que no necesariamente se extien-

de hacia terceros.

Preferencias Aduaneras

Estas se presentan cuando diversos territorios aduane-

ros se conceden entre sí preferencias, sin que las mismas se 

extiendan a terceros. Se considera que, si bien producen es-

tímulos comerciales, no favorecen la integración, porque no 

producen efectos de “integración económica”. Básicamente, 

la libre circulación de mercancías es una característica, y las 

preferencias tienen su mayor efecto en lo tarifario. Es el siste-

ma que adoptó Gran Bretaña con sus socios de la Mancomu-

nidad (48 países).

Zona de Libre Comercio

Las zonas de libre comercio pueden considerarse como 

un término medio entre las preferencias y la unión aduanera. 

Una zona de libre comercio es un área formada por dos o más 

países que de forma inmediata o paulatinamente suprimen 

las trabas aduaneras y comerciales entre sí, pero mantenien-

do cada uno frente a terceros su propio arancel de aduanas y 

su peculiar régimen de comercio.
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Su constitución  ha estado regulada desde el artículo 

XXIV del GATT7, donde se establecen las condiciones bási-

cas para ellas: que se liberen las trabas para lo sustancial 

del comercio entre los países miembros (para diferenciarlas 

claramente de las áreas preferenciales) y que esa liberación, 

conforme a un plan, se haga en un plazo de tiempo razona-

ble, es decir, no demasiado largo.

Unión Aduanera  

Las uniones aduaneras son la máxima expresión de 

integración de dos o más economías nacionales previamente 

separadas. Una unión aduanera  supone, en primer lugar, la 

supresión inmediata o gradual de las barreras arancelarias y 

comerciales a la circulación de mercancías entre los Estados 

que constituyen la unión. La unión aduanera significa, ade-

más, la construcción de un arancel aduanero común frente a 

terceros países. Este último elemento, que también se deno-

mina Tarifa Exterior Común, es lo que diferencia claramente a 

las uniones aduaneras de las zonas de libre comercio, donde 

frente al exterior subsisten los distintos aranceles nacionales 

de los Estados miembros.

Se considera que la implementación de una Unión 

Aduanera beneficiará, tanto a los productos originarios de 

los países miembros como a los productos que participan 

en el intercambio comercial, cualquiera  sea su origen. Por 

sus efectos, la Unión Aduanera exige la implementación de 

diversas políticas estatales y de  armonización de los estados 

comprometidos. La experiencia internacional indica que to-

dos los casos históricos exitosos de integración se estructu-

raron bajo la forma de unión aduanera: los Estados Unidos 

en su etapa de Confederación, el Imperio Alemán, Italia, la 

misma República Argentina, con anterioridad a completar 

7 GATT, Acuerdo General sobre aranceles aduaneros y comercio firmado en 1948, 

reemplazado por la OMC.
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sus etapas de organización como Estados Nacionales, son 

ejemplos de Uniones Aduaneras. Contemporáneamente, 

también la Comunidad Económica Europea y el Mercado 

Centroamericano han tenido su etapa de “unión aduanera”.

Formas superiores de integración 

Éstas, en general, comprenden la libre circulación de 

los factores de producción: personas, bienes, servicios y ca-

pitales. Del mismo modo, las formas superiores de integra-

ción consideran la armonización e inclusive la unificación de 

acciones políticas, en especial las comerciales y económicas, 

como también el establecimiento de órganos supranaciona-

les encargados de orientar el proceso de integración, hasta 

llegar finalmente a la unidad nacional.

Mercado Común 

Su contenido dependerá de los objetivos fijados por el 

tratado que los establece, pero en términos amplios al Mer-

cado Común se le caracteriza por incluir en su conformación 

aspectos, tanto de la Zona de Libre Comercio como de la 

Unión Aduanera, a las cuales se les agrega una liberalización 

de todos los factores de producción, del movimiento de ca-

pitales y de personas entre los países miembros. Además, se 

establecen políticas económicas comunes.

Unión Económica 

Corresponde a una Asociación y Comunidad Econó-

mica, es  decir, a una integración económica total. La Co-

munidad Económica constituye la forma más completa de 

integración, al fundir  en un sólo tratamiento al Mercado Co-

mún (supresión de las barreras, aduaneras y otras), la Unión 

Aduanera (tarifa única con respecto a terceros países), al 
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Mercado Financiero Abierto (libre circulación de capitales) y 

la Unión Monetaria (moneda única o reciprocidad absoluta 

de convertibilidad a tipos fijos). Además, incluye la armo-

nización de políticas laborales, de seguridad social, unifica-

ción de los regímenes fiscales, libre estacionamiento para 

personas jurídicas, físicas y la supresión de toda medida de 

discriminación.

Integración Política completa8

En este caso se transforman los países integrados en 

una sola nación, con política externa común y política de 

seguridad común.

Los Orígenes y Etapas  de la 
Integración Latinoamericana

Desde los orígenes de nuestra vida como naciones 

independientes, surgió el tema de cómo generar lazos entre 

los países que estaban naciendo, y esto estuvo entre las prin-

cipales preocupaciones de los grandes libertadores Bolívar, 

San Martín, O’ Higgins y Sucre; en especial, se destaca Bolí-

var por la preocupación que el tema despertó en el prócer 

llegando a establecer determinadas coordenadas en pos de 

su logro. Al respecto, Bolívar definía así la tarea de la unidad 

latinoamericana:

“Es una idea grandiosa pretender formar de 

todo el Mundo Nuevo una sola nación con un 

solo vínculo que ligue sus partes entre sí y con el 

todo. Ya que tiene un origen, una lengua, unas 

costumbres y una religión, debería, por consi-
8 Cabe acotar que esta última forma de integración superior no está  contemplada 

en la reseña existente  en el sitio de www.GestioPolis.com. Sin embargo, Frank 

Tressler (1994) la incluye en su artículo.
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guiente, tener un solo gobierno que confedera-

se los diversos Estados que hayan de formarse; 

mas, no es posible, porque climas remotos, si-

tuaciones diversas, intereses opuestos, carac-

teres desemejantes dividen a la América. ¡Qué 

bello sería que el Istmo de Panamá fuese para 

nosotros lo que el Corinto para los Griegos! Oja-

lá que algún día tengamos la fortuna de instalar 

allí un augusto Congreso de los representantes 

de las repúblicas, reinos e imperios a tratar y 

discutir sobre los altos intereses de la paz y la 

guerra, con las naciones de las otras partes del 

mundo.” 9

La Obra de los Libertadores

Desde los albores del proceso de emancipación, los 

libertadores tuvieron conciencia de que América Latina con-

formaba un todo, una unidad geográfica, cultural, histórica 

y religiosa; por ello visualizaron la necesidad de integrarse 

en una unidad mayor que cobijara a todas las naciones que 

se estaban formando. Ellos no estuvieron afanados en esta-

blecer las diferencias sino en hacer prevalecer la noción de 

la unidad latinoamericana; al respecto, San Martín en 1819 

sostenía que: “mi país es toda América y mí interés es igual 

por las Provincias Unidas y Chile.” 10

Es por ello que en esta época se dio un espíritu manco-

munado de luchar por una causa común y en pos también de 

tratar de mantener la unidad sobre la base de los elementos 

de historia larga, en palabras de Braudel,  que los hermanaba. 

Es así como al interior de esta “Unidad”, circulaban ejércitos, 

recursos económicos y   políticos e intelectuales sin importar 

la región de América de la cual provenían.

9 Citado por Felipe Herrera (1983, p. 220).
10 Citado por Gustavo Lagos (1967,  p. 13).  
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No obstante, tener el sentimiento y conciencia de la 

unidad no era suficiente. Las enormes distancias, la falta de 

organización e institucionalización política, una economía 

colapsada y sin mercados, impidieron un avance en procura 

de la integración.

Por último,  la iniciativa de Bolívar de convocar a un 

congreso en Panamá no dio los frutos esperados y la des-

unión cundió. Es evidente que, dadas las circunstancias y el 

clima de agitación existente, era muy difícil que una inicia-

tiva de esta envergadura prosperara. Si a ello sumamos la 

falta de una estrategia adecuada en la materialización de la 

unidad latinoamericana, la empresa era más difícil aún. En 

palabras de: “El Congreso de Panamá -recurso imaginado por 

Bolívar para hacer frente a las fuerzas de la desintegración 

que surgían de los espacios y sistemas incomunicados- tenía 

que revelarse como un medio absolutamente insuficiente 

para lograr la unidad anhelada.” 11

La Integración en la Segunda Mitad del Siglo XIX

La segunda época comienza inmediatamente después 

de la desaparición del escenario político y militar de la gene-

ración de los Libertadores. Rota la unidad originaria lograda 

en la lucha emancipadora, el proceso de desintegración se 

propagó de tal manera que se fragmentó en un mayor nú-

mero de unidades que las que correspondían a la división 

administrativa de los virreinatos y capitanías generales de la  

época colonial. Comienza, por tanto, una nueva realidad vin-

culada al surgimiento de los nacionalismos. Esta corriente se 

extendió por todo el siglo XIX, y la sostenían los  grupos que 

detentaban el poder militar, político y económico, haciendo 

inviable la formación de una conciencia integracionista y, 

mucho menos aún,  la posibilidad de emprender acciones 

concretas en el plano estratégico. No obstante, existió algún 

11 Lagos (1967,  p. 14).
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tipo de sustrato unitario, pero éste solo se manifestó ante la 

posibilidad de agresiones extracontinentales y se circunscri-

bió al plano militar ante  amenazas a la soberanía.

Ejemplos de ello son los tratados de confederación de 

1848 entre Perú, Bolivia, Chile, Nueva Granada y Ecuador, 

preocupado de asegurar la soberanía e independencia de las 

partes contratantes. De similares características es el Tratado 

Tripartito celebrado entre Chile, Perú y Ecuador de 1856, que 

aunque aparentemente perseguía propósitos más amplios, 

en el fondo sólo respondió a necesidades defensivas ante un 

posible ataque externo. 

Sin embargo, si la conciencia y estrategia integracio-

nista se encontraron bloqueadas por el nacionalismo, las 

corrientes unitarias se desarrollaron con ímpetu en el plano 

intelectual, entre escritores y humanistas; es así como ningu-

na de las grandes figuras literarias  -Bello, Sarmiento, Martí, 

Darío, etc-  puede estudiarse dentro del estrecho ángulo 

nacional: “esta conciencia intelectual alcanza una proyección 

más realista y un diagnóstico preciso de las perspectivas de 

unidad de América Latina con la creación de la Sociedad de 

Unión Americana fundada en 1862, con ramas en los diver-

sos países hispanoamericanos y entre cuyos miembros más 

ilustres pueden citarse a los argentinos Juan Gregorio de las 

Heras y Juan Bautista Alberdi y a los chilenos José Victorino 

Lastarria, Domingo Santa María y Benjamín Vicuña Macken-

na.” 12

Es así como por primera vez desde los inicios de la 

vida independiente, aparecía una noción estratégica de la 

integración latinoamericana concebida como la formación 

gradual y progresiva de una gran nacionalidad. El documen-

to expresaba en uno de sus párrafos lo siguiente:

“Lo que se pretende, lo que esperamos, lo que 

se realizará, ha de ser la formación gradual y 

sucesiva de esa gran nacionalidad que existe ya 

12 Lagos (1967,  p. 15).
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en los sentimientos, en las aspiraciones y en las 

ideas de casi todos los individuos y los pueblos 

americanos, y que empieza a recibir la forma 

concreta en las opiniones, en los planes, en los 

proyectos y aún en la política de algunos.”13

La Integración en los Inicios del Siglo XX

La tercera etapa se caracteriza por una emergente con-

ciencia integracionista en el ámbito político, con una estra-

tegia de penetración partidaria que se inicia en la década del 

20 y se extiende hasta hoy. Esta estrategia se insertaría en 

partidos que tomaron conciencia de nuestra comunidad de 

intereses, y se dio en contraposición a  la postura interven-

cionista norteamericana en América Latina. Ejemplo de esta 

realidad fueron las conferencias panamericanas de 1923, de 

1928 y de 1933, en las cuales América Latina se unió para 

reducir el predominio de Estados Unidos dentro de la Unión 

Panamericana y para condenar sus acciones intervencionis-

tas en el Caribe.

Como fruto de esta intervención surgiría la ideología 

anti-imperialista de Haya de la Torre, en el Perú en la década 

de 1920. En parte,  esta tendencia afianzará la unidad lati-

noamericana para hacer frente a sus conflictos con los  Esta-

dos Unidos. Pero más allá de estos aspectos, el ideario de la 

Alianza Popular Revolucionaria Americana (APRA), que Haya 

de la Torre fundó, representa una concepción moderna de la 

integración latinoamericana concebida como la unificación 

política y económica de las 20 repúblicas en que se divide la 

gran nación iberoamericana.

El APRA desde su fundación irradió hacia el resto de los 

países latinoamericanos, sobre todo en círculos intelectuales 

y de juventudes universitarias, ejerciendo un liderazgo que 

13 Lagos (1967,  p. 16). 
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se proyectó en el tiempo. Cuarenta años después, en 1964, 

dicho partido invitó a una reunión para constituir el Parla-

mento Latinoamericano, con una muy buena convocatoria; 

en efecto,  a ella asistieron delegaciones de 14 Congresos 

Nacionales latinoamericanos, acordando establecer un Par-

lamento Latinoamericano destinado a servir de foro político 

a la opinión pública organizada de América Latina. En primer 

lugar, para el análisis y el estudio de la integración política y 

económica de la región. En segundo término, para la adop-

ción de recomendaciones tendientes a acelerar el proceso 

integracionista. 

Al formarse el Parlamento Latinoamericano existían ya 

en América Latina otros partidos de izquierda democrática, 

los partidos demócrata-cristianos que, al igual que el APRA, 

habían incorporado en su programa la lucha por la inte-

gración política y económica de América Latina, creando al 

mismo tiempo una organización regional que les permitiera 

coordinar sus esfuerzos en escala multinacional.

La Integración en los Años 1960: de un Enfoque 

Político a un Enfoque Económico

La cuarta etapa se caracteriza por un cambio de di-

rección de la conciencia integracionista, que pasa de un 

enfoque político a un enfoque económico de la integración, 

no obstante el plano político sigue estando en el sustrato 

integracionista y esto se volverá a reflejar en la década de los 

años 1960.

Esta cuarta etapa, que se iniciaría a fines de la década 

de los años 1920 y duraría hasta 1938, se basó en la propues-

ta de diversos planes para la creación de una unión aduanera 

latinoamericana o uniones parciales entre las cuales cabe 

mencionar el proyecto del presidente Irigoyen de Argentina. 

Entre 1939 y 1947 se desarrollaron diversas iniciativas que 

no se concretarían en ningún resultado práctico, como una 
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convención de complementariedad industrial y de libre cam-

bio entre Argentina y Brasil en 1939 y un proyecto de unión 

aduanera de 1941. Es así como al finalizar la década de 1940 

se ha empezado ya a formar una verdadera red de convenios 

bilaterales entre distintos países de la América del sur.

Sin embargo, un cambio radical en el panorama in-

ternacional traería consigo el término de la Segunda Guerra 

mundial, cambio que afectaría profundamente la posición de 

América Latina y el futuro desarrollo de la conciencia y estra-

tegia integracionista. Surgieron entonces los Estados Unidos 

y la Unión Soviética como centros de poder político y eco-

nómico del mundo. Estas potencias generaron un escenario  

bipolar, y solamente estas dos naciones tendrían estatura 

económica suficiente para ejercer un liderazgo tecnológico, 

con aplicaciones militares, lo cual les otorgaría un predo-

minio sobre el resto de los países, provocando un deterioro 

generalizado del status internacional de las demás naciones. 

En efecto, la revolución tecnológica provocó una divi-

sión del mundo en zonas desarrolladas y subdesarrolladas y 

América Latina quedó en esta última categoría. A la vez, la 

creación de las Naciones Unidas colocó a los países en un 

contexto universal y América Latina, al confrontar sus ca-

racterísticas con el resto del mundo, comenzó a definir sus 

propios rasgos e intereses comunes, generando un espíritu 

de cuerpo y una identidad propia. Por primera vez dentro 

de la estrategia mundial del poder se hablaría de los países 

latinoamericanos  y el comportamiento de tal grupo sería 

estudiado estrechamente dentro de la política de bloques de 

las Naciones Unidas. No obstante, fue en las gestiones ten-

dientes a la creación de la Comisión Económica para América 

Latina donde el grupo latinoamericano se definió a sí mismo, 

señalando sus particularidades económicas, demográficas, 

sociales y políticas comunes. En el discurso en el que el Em-

bajador de Chile propuso la creación de la CEPAL se habla ya 

de la “Comunidad latinoamericana”.



33

Políticas Públicas

La creación de la CEPAL, que se logra después de una 

prolongada lucha diplomática en que es necesario vencer la 

oposición inicial de Estados Unidos y de las grandes poten-

cias, representa la iniciación de un nuevo periodo en que 

América Latina profundizaría la conciencia de sí misma a 

través del análisis de su realidad económica. A la vez, el pen-

samiento económico de la CEPAL demostraría la capacidad 

de una nueva elite intelectual para investigar la realidad de 

América Latina con instrumentos intelectuales creados por 

los propios latinoamericanos: “de esta actitud analítica y del 

trabajo sistemático de investigación realizado, surgen las 

concepciones económicas características de la CEPAL, que 

en el curso de una década se difunden en el continente y 

vienen a constituir un pensamiento económico original para 

analizar e interpretar los fenómenos del desarrollo latino-

americano desde el punto de vista regional que supera los 

enfoques nacionales.”14

La acción de la CEPAL representa, en este sentido, la 

primera expresión significativa de una conciencia de grupo 

latinoamericano, de su autodefinifición al margen de ideolo-

gías o movimientos políticos determinados.

Así, bajo la presión de los problemas económicos co-

munes que afectaban a las economías de los países latinoa-

mericanos y con el liderazgo del pensamiento económico 

de la CEPAL se configuraron, al finalizar la década del 50, los 

dos esquemas básicos en que se desarrolla actualmente la 

integración latinoamericana. En efecto, en este periodo se 

constituyeron los dos referentes más importantes de la inte-

gración hasta los ’60:

- La Asociación Latinoamericana de Libre Comer-

cio (ALALC), que reúne inicialmente a México y 

cinco países sudamericanos (Argentina, Brasil, 

Chile, Uruguay Perú) y se amplía posteriormen-

te, con la entrada de Ecuador y Colombia y lue-

14 Lagos (1967, p. 20).
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go Venezuela y Bolivia.

- El Mercado Común Centroamericano (MCCA), 

que reúne a  cinco países de América Central.

La integración en los años 1990

Una quinta etapa se perfila con fuerza a partir de los 

años noventa con el término de la Guerra Fría y el proceso 

de democratización que experimenta la región. No obstan-

te que sus orígenes se dan la mano con el nuevo impulso 

histórico que experimenta el sistema capitalista en el último 

tercio del siglo pasado, el cual  se manifiesta, entre otras co-

sas, en la denominada globalización de la economía mundial. 

Este fenómeno está relacionado con un nuevo nivel de inter-

nacionalización del proceso de reproducción  del capital, de 

desarrollo de las fuerzas productivas y de división social del 

trabajo. En una perspectiva de tendencias a muy largo plazo, 

surge una estructura productiva verdaderamente mundial 

liderada por compañías y bancos transnacionales que in-

tegran bajo esta nueva forma a las economías nacionales, 

las que están siendo reagrupadas en cadenas productivas 

globales y en complejas divisiones regionales y suprarre-

gionales de trabajo. Surgen de este modo  grandes bloques 

comerciales, monetarios, económicos, tecnológicos y políti-

cos, como son la Unión Europea (UE), Japón y la Asociación 

de Naciones Asiáticas del Sudeste (ASEAN) y el Tratado de 

Libre Comercio de América del Norte (NAFTA). En este mismo 

contexto, América Latina  ha intentado  ponerse a tono con 

los tiempos, reactivando o estableciendo nuevos referentes. 

En este caso se encuentran la Asociación Latinoamericana 

de Integración (ALADI), La Comunidad Andina de Naciones 

(CAN) y el Mercado Común del Sur (MERCOSUR).

Esta nueva realidad busca concretizar la integración y 

la creación de un Mercado Común Regional a través de la es-

trategia de lograr la convergencia de acuerdos subregionales 
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para ir avanzando poco a poco en pos de la meta del Merca-

do Común y teniendo como alero a la ALADI. Esta estrategia 

ha tenido resultados variables pero con avances: 

“A pesar del aparente estancamiento del proce-

so subregional andino, entre algunos países de 

la Asociación Latinoamericana de Integración, 

particularmente a partir de fines de la década 

de los noventa, se ha intensificado el fenóme-

no político de la “subregionalización”. La de-

mostración más clara de este nuevo aliento es 

el MERCOSUR y la propia Comunidad Andina 

renovada en sus propósitos, políticas y “estilo” 

de integración. Estas expresiones subregionales 

podrían considerarse, y en alguna medida lo 

son, Acuerdos de Complementación Económica. 

Ambos se articulan en el contexto de la ALADI y 

la complementan en los términos del Tratado 

de Montevideo que autoriza los acuerdos de 

complementación económica”15. 

El nuevo escenario internacional, unipolar en lo políti-

co y con iguales perspectivas en lo económico, al generar un 

gran mercado potencial a escala planetaria, ha dado pie a la 

necesidad imperiosa de agruparse en torno a grupos regio-

nales a fin de hacer frente a una competencia cada vez más 

enconada impuesta por las reglas del libre comercio y, en 

este contexto,  la integración latinoamericana ha vuelto a ser 

una estrategia plausible para hacer frente al fenómeno de la 

globalización económica, pues los pactos regionales y subre-

gionales son una salvaguardia al establecer mercados más 

estables, con  reglas del juego comunes y con competencias 

más simétricas, haciendo frente además  a las crisis económi-

cas y políticas que puedan afectar la estabilidad.

15  López (1999,  p.70).
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Otra de las particularidades y complejidades  de esta 

nueva etapa integracionista está dada por una nueva forma 

de concebir la integración, pues los aspectos económicos ya 

no son los únicos importantes sino también el énfasis va en 

los aspectos políticos, laborales, sociales, medioambientales 

y culturales, todo lo cual nos conecta en definitiva con el 

pensamiento integracionista de nuestro autor, que siempre 

se manifestó como crítico de él, al  centrar todo en los as-

pectos económicos a la hora de celebrar dichos acuerdos. 

Esta quinta etapa,  está en desarrollo y sólo el tiempo dirá 

si nuestros países pudieron hacer frente a los desafíos de la 

globalización de la economía a través de la estrategia inte-

gracionista.

Visión  de la Necesidad de la 
Integración en Felipe Herrera

Felipe Herrera forma parte de esa pequeña elite inte-

lectual que, desde fines de la década de los años 1940 y 1950, 

toma conciencia de la necesidad de la integración como una 

forma de enfrentar el nuevo orden mundial surgido luego 

de la Segunda Guerra mundial, pero también, y de manera 

mucho más profunda, como una forma de enfrentar  nuestro 

retraso y subdesarrollo. Y estas ideas tratará de ponerlas en 

práctica en la década de los años 1960,  con todas las dificul-

tades y obstáculos que ello suponía. En Herrera es esencial  

la idea de que América latina tuvo una unidad que se rom-

pió con el proceso de independencia y esa unidad se debe 

reconstruir, en una época en la cual los países y regiones del 

mundo  se enfrentan a un dilema fundamental: la solidaridad 

o la desintegración. En este sentido, es necesario a su juicio 

superar las fuerzas centrífugas que se oponen al bienestar 

de los pueblos, y asumir la responsabilidad  en la búsqueda 
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de  soluciones colectivas, y en este contexto la integración  

regional es la solución propuesta.

Para los integracionistas como Herrera, el gran referen-

te y modelo a seguir es la Unión Europea, y por cierto también 

la de Estados Unidos de Norteamérica, pero es el mundo el 

que, a juicio de nuestro autor, está en ese proceso y nosotros 

no podemos quedarnos atrás. Estamos por tanto en presen-

cia de un fenómeno que se expande por el mundo, por ello 

Herrera lo percibe como una oportunidad que no puede de-

jarse pasar. De ahí la premura, pues a su juicio América Latina 

puede quedar al margen del proceso o a lo menos debilitada 

por no asumir este imperativo histórico. En este contexto, la 

gravitación de los  grandes bloques regionales se mantiene 

y se ha reforzado con el tiempo desde los años 1960 hasta 

la actualidad y, por tanto, hoy existe la misma necesidad de 

unidad regional, distinta quizás  a  la de los años 1960 pero 

con el mismo sentido de que la unión hace la fuerza. 

Por otra parte, existen otros elementos que según el 

autor van mostrando el camino a seguir. 

En primer lugar el proceso de conformación y consoli-

dación de la Naciones Unidas que, de tan sólo 49 miembros 

iniciales ya en los inicios de la década de los ‘60 contaba con 

104 miembros, todo lo cual mostraba un camino de conver-

gencia y deseo universal de pertenencia a una gran comuni-

dad de naciones y en donde el aislacionismo no tenía mucha 

coherencia con los nuevos tiempos y orden internacional.

Un segundo factor muy presente en el pensamiento  

herreriano dice relación con la forma de relacionarse con las 

superpotencias o referentes mayores como la Unión Euro-

pea, para lo cual es fundamental la unidad, si se quiere pro-

gresar y superar nuestra endémica debilidad,  pues sólo así 

nuestra voz tendrá peso: 

“La parcelación ideológica, cultural y económi-

ca en que viven los pueblos de América Latina 
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ha determinado que nuestro poder de decisión 

frente a los grandes problemas que afectan a la 

humanidad sea cada vez más reducido.” 16

América Latina, una gran nación deshecha 

“Somos una gran nación deshecha. Este acon-

tecimiento histórico explica, a nuestro modo de 

ver, las causas y las razones del desencuentro 

de América Latina con su significado potencial 

en el mundo”17. 

Como se puede deducir, dentro de la visión política de 

Felipe Herrera es central concebir a América Latina como una 

unidad que fue desmembrada pero real.  Y no obstante esta 

realidad, ha subsistido un sustrato de unidad que es necesa-

rio despertar y poner en marcha para volver a unirla. 

Al respecto,  Felipe Herrera sostiene que:

“No es entidad ficticia la nación Latinoamerica-

na. Subyacente en la raíz de nuestros Estados 

modernos, persiste como fuerza vital y realidad 

profunda. Sobre su secular material indígena, 

diverso en sus formas y maneras, pero similar 

en esencia, lleva el sello de tres siglos de domi-

nación íbera. Experiencia, instituciones, cultura 

e influencia afines la formaron desde México 

hasta el Estrecho de Magallanes. Así, unitaria en 

espíritu y en su fuerza, se levantó para su inde-

pendencia”18.

16 Herrera (1967a,  p. 52).
17 Herrera (1967a, p. 37).
18 Herrera (1967a, p. 37).
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A la vez, plantea la urgencia de acelerar el proceso por 

una necesidad de los tiempos que corren. Por ello indica 

que:

“Si América Latina quiere recobrar el tiempo 

perdido para no quedar definitivamente rezaga-

da en la historia, ha de acelerar el ritmo de su in-

tegración económica, y para ello hacer frente a 

la necesidad de su integración política. Muchas 

condiciones y circunstancias de su realidad geo-

gráfica, histórica y humana favorecen uno y otro 

intento. A ella, como unidad le toca recobrar el 

impulso de un proceso de desarrollo económico 

frustrado, más que iniciar uno nuevo. América 

Latina no es un conjunto de naciones: es una 

gran nación deshecha”. 19

Ningún fenómeno o hecho histórico puede explicarse 

en virtud de una sola variable. Esta realidad  lleva a Felipe 

Herrera a indicarnos una serie de causas que explican nues-

tra falta de unidad y su consiguiente consecuencia: la falta de 

gravitación de América Latina  en el concierto de las nacio-

nes. Entre dichas causas  el autor  sostiene a las siguientes:

- La extremada dificultad de las comunicaciones, 

ya que aún en los años 1960, a ciento cincuenta 

años de la Independencia, el 90% del comercio 

interamericano se hacía por la vía marítima. La 

falta  de vías terrestres y fluviales mediterráneas 

es todavía traba considerable a la integración. A 

la vez sostiene que, si bien durante la colonia y a 

pesar de esto había unidad, la diferencia está en 

que en esa época: “La economía colonial no se 

había organizado para servir a las colonias, sino 

19 Herrera (1967a, p. 48).
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a la Metrópoli. La economía de consumo era 

materia de preocupación local en cada provin-

cia; la economía externa era interés de la Casa 

de Contratación de Sevilla, que al ejercer desde 

España un monopolio representaba un factor de 

cohesión en la vida económica de las Indias.”20 

Si actualmente esta situación ha cambiado, per-

sisten problemas graves, sobre todo en el caso 

chileno en relación con nuestros pasos fronteri-

zos por las dificultades que presenta la Cordille-

ra de los Andes. 

- Al mismo contexto anterior se sumaba  la falta 

de mercados en la región, por tanto la única 

salida para los productos era hacia Europa y por 

vía marítima determinando una situación muy 

precaria en cuanto a mercados, y dependien-

te del  mercado europeo al que sólo llegaba 

con materias primas. ”Sin preparación y ade-

más dispersos, nuestros países se incorporaron 

al comercio internacional de materias primas. 

Las fluctuaciones del mercado mundial de es-

tos productos constituyeron la clave de nuestro 

destino.”21

- Y esto además generó, a juicio de Herrera, un 

proceso de aislacionismo entre nuestros países, 

preocupado cada uno de sobrevivir en función 

de un comercio internacional del cual depen-

día, sin observar su entorno regional como otro 

mercado a desarrollar y junto a ello mantener 

una cierta cooperación: “Los países se ignora-

ban cada vez más y se aislaban más cada día. Se 

aislaban estando juntos. Todos miraban al mar y 

se daban las espaldas. El mar se abría solamente 

20 Ibid.
21 Ibid.
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hacia Europa”22.  Sin duda este factor hoy está en 

un franco retroceso, pues las inversiones entre 

nuestros países siguen aumentando de año en 

año; no obstante, queda mucho por hacer para 

profundizar esta realidad. 

- Un tercer factor es de orden político y por ende 

de poder. Al momento de producirse la Inde-

pendencia, además del problema económico, 

era difícil hacer frente a todo el manejo admi-

nistrativo y a las demandas, por lo inexperta de 

dicha administración; por tanto los únicos con 

la capacidad y fuerza necesaria para imponer un 

orden eran los militares y se abocaron a la tarea 

de formar un Estado en el territorio que podían 

dominar sus armas, pero éstos ya no estaban 

imbuidos de los ideales unitarios de los próceres 

de la Independencia sino que estaban animados 

por los personalismos y caudillismos, con in-

tereses muy particulares: “Lugartenientes de 

los libertadores, aún persistían en ellos alientos 

de heroísmo para guiar a sus tropas y destellos 

de gloria para seducir a los pueblos. Cada cual 

se labró un Estado en el territorio que podían 

dominar sus armas, así continuó la disgregación 

y continuarían apareciendo los filibusteros del 

poder.”23

La Integración Política en Felipe Herrera

“En realidad, la integración es un fenómeno po-

lítico-económico, así en sus objetivos como en 

sus procedimientos. Hay estrecha relación y re-

cíproca influencia entre las esferas de la acción 

22 Ibid,  pág.51.
23 Ibid.
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económica y la decisión política”24.

Sin duda esta afirmación de Felipe Herrera es muy 

acertada pues ambas esferas constantemente se están rela-

cionando; de hecho, es imposible pensar en una acción de 

cooperación estable ya sea a nivel bilateral como multilate-

ral sin el marco político apropiado. Es clave la política en su 

visión de la integración, pues sin ella es imposible a su juicio 

lograr una integración duradera y sobre bases sólidas; a la 

vez, considera ésta como un imperativo de los tiempos pues 

sin ella no tendremos como países y como región ninguna 

gravitación en las grandes decisiones que se tomen  en el 

mundo.

Justificación a la prioridad de la integración 

política

La integración es, en la visión herreriana, una tarea que 

en los años 1960 es alcanzable y no una utopía. Por ello se 

preguntaba a los inicios de la década: ¿será acaso prematuro 

y utópico plantearse en este momento la necesidad de traba-

jar por la integración política de América Latina? Su respuesta 

es obviamente que no, pues considera que las cosas deben 

hacerse con prisa dadas las condicionantes de los tiempos, 

en que diversas regiones del mundo ya se han unido o están 

en proceso de integración, y América Latina no logra consoli-

dar ningún proceso efectivo que reúna a todos los países que 

la forman bajo un proyecto común. Además considera que  el 

solo camino de la integración económica no resuelve todos 

los problemas, sino que la integración política, constituye el 

elemento clave para un avance significativo, según opinión 

del autor. Así sostiene: 

24 Ibid,  pág .46.
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“Podríamos pensar, quizá, que la unidad política 

será la resultante necesaria a que nos llevarán 

las fuerzas de integración económica que están 

empezando a movilizarse en el continente. Sin 

embargo, ése será un largo camino, tanto más 

largo cuanto más nos demoremos  en reconocer 

que la integración económica no puede lograrse 

exclusivamente a través de medidas de estricto 

tipo económico; que la integración económica 

por sí sola no basta para asegurar el progreso y 

bienestar de los pueblos; que todo proceso de 

desarrollo implica batallas simultaneas en los 

frentes tecnológico, jurídico, educativo, insti-

tucional y, fundamentalmente, en el frente 

político.” 25

La unidad política es vista por Herrera como un desafío 

y una prueba a nuestra capacidad creadora, como una fór-

mula para superar el “complejo de inferioridad”, que ya de-

nunciara a principios del siglo XX el historiador chileno Fran-

cisco Antonio Encina, en el celebre libro Nuestra inferioridad 

económica.26 Este complejo, a juicio de Herrera, se acentúa 

al observar los progresos alcanzados por otras regiones que 

se han integrado formando un sólido bloque. Además, esta 

integración política nos pondrá a salvo de perder nuestros 

valores culturales y en definitiva nuestra identidad común.  

En este sentido el autor destaca: 

“América Latina necesita llevar a cabo la gesta 

de su unidad política, no sólo porque a través 

de ella podrá dar contenido y efectividad a la 

25 Ibid,  pág.53  (lo destacado es obra del investigador).
26 El texto de Francisco Antonio Encina daba cuenta de la situación que presentaba 

Chile en los inicios del siglo XX como productor de materias primas, casi en forma 

exclusiva,  lo cual constituye una de las causas fundamentales de nuestro atraso 

económico. La primera edición del texto data de 1911. 
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integración económica y al bienestar común 

que de ésta se espera, sino, además, porque esa 

realización colectiva traerá consigo la creación 

de fuerzas dinámicas que nos permitan consoli-

dar las creencias en nuestros valores culturales 

y evitar que las expresiones de este continente 

sean sólo copia de conceptos foráneos.27

No obstante, para avanzar en el proceso integrativo 

es necesario el concurso de los responsables políticos, a fin 

de que se tomen las decisiones en procura de este ideal, y es 

precisamente esta demanda la que hace Herrera: 

“Se ha avanzado notablemente desde los últi-

mos quince años en el diálogo entre los técni-

cos. Corresponde ahora oír la voz y el eco de la 

dirección política continental. Se sigue pensan-

do que la integración de América Latina es sólo  

un problema de aranceles y no se movilizan sus 

fuerzas políticas, sociales y culturales, los nuevos 

acontecimientos del mundo -de este mundo de 

hoy que camina hacia la independencia de los 

grandes Estados continentales- nos encontra-

rán sumergidos, sin que nuestra voz signifique 

nada, ni siquiera para nosotros mismos”28. 

Para Herrera la integración política no implica crear 

una suerte de política aislacionista y cerrarse regionalmente, 

sino muy por el contrario, desde la unidad regional abrirse al 

mundo, con una visión pluralista, que busca relacionarse con 

otras regiones sin sectarismos ideológicos, pero en un plano 

de mayor igualdad y equilibrio: 

27 Herrera (1967,  p. 53).
28 Ibid,  pág. 56. 
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“... conviene reiterar que la integración políti-

ca–económica de las colectividades latinoame-

ricanas no sólo tenderá a superar las tensiones 

entre los pueblos del continente, sino que ayu-

dará también poderosamente como factor de 

equilibrio en el concierto internacional.” 29

La integración es vista por Herrera, como la única res-

puesta eficaz que puede dar América Latina a poderosos 

desafíos externos que de momento escapan a su control. 

Esto por:

- Las debilidades de nuestras economías exter-

nas, ya que las relaciones de intercambio de 

América Latina con el resto del mundo se tornan 

cada  vez más desfavorables  para nuestra región; 

que nuestro comercio exterior ha perdido el pa-

pel dinámico que en el pasado jugó en muchos 

de nuestros países; que, en fin, la participación 

de América Latina en el comercio mundial se ha 

reducido en la actualidad aproximadamente a 

la mitad de lo que significaba hacia 1950. Ante 

esta realidad la integración es precisamente una 

forma de dinamizar y multiplicar un proceso de 

crecimiento interno que cobre cada vez mayor 

importancia como medio para compensar esa 

situación externa desfavorable, al expandir los 

mercados, permitir mayores inversiones, hacer 

posible la aplicación de tecnologías más avanza-

das, aumentar la productividad y diversificar las 

economías, la producción y las exportaciones. 

Esta situación, que a juicio de Herrera muy bien 

se ha calificado como de “estrangulamiento ex-

29 Ibid,  pág. 57
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terno”, no se reduce a problemas de carácter 

comercial. Los hay también de tipo financiero. El  

Banco Interamericano de Desarrollo ha puesto, 

en promedio, anualmente  a disposición de sus 

países miembros financiamientos del orden de 

los 400 millones  de dólares para hacer posible  

la ejecución de proyectos de desarrollo econó-

mico y social, habiéndose convertido en la prin-

cipal fuente de financiamiento publico externo 

para América Latina.

- El retraso científico y tecnológico significa que 

día a día se va ampliando la brecha que nos se-

para de los Estados Unidos y Europa en cuanto 

al desarrollo científico y tecnológico. América 

Latina tiende a quedar cada vez más retrasada 

en su capacidad de crear o incorporar innovacio-

nes tecnológicas en sus sistemas productivos, lo 

que vulnera  profundamente la eficacia de éstos 

últimos e impide a la empresa latinoamericana 

competir con las grandes corporaciones  inter-

nacionales o norteamericanas. No obstante, la 

solución no puede lograrse dentro del marco 

estrictamente nacional, por ello debe forjarse 

una política industrial latinoamericana, es decir 

una política  regional científica y tecnológica.

La pérdida creciente de significación internacional 

frente al fortalecimiento de los grandes centros  políticos  y 

económicos del mundo. La creciente posición de predomi-

nio que ocupan los países de mayor desarrollo económico 

y político nos lleva al imperativo de la unidad para hacer un 

frente común.

Varios de los factores que señala Herrera como cau-

santes de nuestro retraso hoy en día se han superado, tales 

como el aumento significativo de la inversión extranjera, o la 
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apertura de los  mercados; sin embargo,  la problemática de 

fondo continúa siendo la misma. La brecha tecnológica se 

mantiene, y quizá aumenta,  en tanto que nuestros países  se 

mantienen como meros productores de materias primas; a la 

vez  nuestra dependencia del capital financiero foráneo si-

gue siendo una demanda de los gobiernos latinoamericanos 

para poder generar desarrollo.

Las instituciones políticas  latinoamericana

En el pensamiento herreriano, la integración es un fe-

nómeno que se desprende de un proceso histórico que llevó 

a los pueblos a ir asociándose en comunidades cada vez más 

grandes y complejas; en forma paralela  a dicho proceso se 

fueron forjando las instituciones como una necesidad de la  

nueva realidad que se iba gestando.

Al respecto Herrera sostiene: 

“En la historia de todas las naciones ha habido 

una época durante la cual las economías eran 

pequeñas y aisladas, limitadas por pobres co-

municaciones y la concentración de la gente en 

aldeas, pueblos o ciudades. Autoridades locales 

y municipales ejercieron entonces gran poder 

político y económico, pero a medida que mejo-

raron las comunicaciones y la población creció 

y se esparció, las economías rompieron las an-

tiguas vallas y se desbordaron sobre regiones y 

naciones enteras, obligando a la autoridad local 

a ceder ante la autoridad regional o nacional.”30 

Al mismo tiempo el autor aclara que esta situación 

antes descrita, demanda pasar de un  nacionalismo “indivi-

dualista”  a otro  de más amplio espectro, que incluya  toda la 

30 Ibid, pág.97.
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comunidad latinoamericana: 

“..., los hechos nos compelen ahora a progresar 

del nacionalismo al supranacionalismo y a forjar 

la verdadera y creciente unificación de nuestros 

pueblos...”31 

Respecto de como conformar desde este supranacio-

nalismo la unidad política, Herrera considera que la institu-

ción más importante es la creación de un parlamento, el cual 

debe dar expresión propia y amplia según sus palabras a la 

opinión publica de nuestro hemisferio y no a los gobiernos y 

expertos exclusivamente, como sucede actualmente.

Herrera considera que es necesario ampliar la base de 

participación en el proceso de integración latinoamericana, y 

a su juicio, una de las instancias que mejor puede representar 

esta aspiración es la creación de un Parlamento Latinoame-

ricano:

“Ese cuerpo podrían establecerlo indirectamen-

te las legislaturas, o indirectamente el voto po-

pular de los países, para convertirse en  un foro 

donde periódicamente se expresaran las mayo-

res corrientes ideológicas  de Latinoamérica y 

se evaluara la política continental mediante la 

discusión y el debate democráticos”. 

Agrega reforzando su postura por una mayor participa-

ción y por ende discusión de los asuntos latinoamericanos: 

“Allí la opinión pública podría expresarse en ma-

terias de interés común, como la orientación de 

las relaciones económicas entre los países, la 

31 Ibid.
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relación colectiva frente a otros grupos regio-

nales y los criterios en cuanto a un programa 

integrado de desarrollo económico. Ese diálogo 

pudiera orientar de modo muy útil a los gobier-

nos, individual y colectivamente, para poner en 

ejecución  fórmulas más ambiciosas, destinadas 

a lograr la unidad efectiva en las esferas econó-

mica, cultural y política.” 32

Sin embargo, Herrera es más osado aún en su plantea-

miento pues propone un Parlamento, según nuestra opinión 

con cierto rasgo corporativista, en donde la representación 

no sólo sea de las corrientes políticas en exclusiva sino tam-

bién integre a los representantes de los gremios empresa-

riales y también de los trabajadores, e incluso del ámbito 

académico universitario: 

“Tal vez pudiera en cierto grado completarse la 

composición de este Parlamento con la repre-

sentación funcional de empresarios y trabaja-

dores a través de sus organizaciones represen-

tativas, así como también de la técnica y de la 

inteligencia a través de las Universidades”. 33

Otra de las instituciones planteadas por el autor, hace 

referencia a la creación de un tribunal supremo de justicia,  

que pudiera dirimir los conflictos que se puedan presentar 

en el ámbito  supranacional y en el contexto de la integra-

ción: 

“Finalmente, es indispensable reactivar el aban-

donado concepto de una Corte Suprema Lati-

noamericana, con poderes suficientes para pro-

nunciarse sobre litigios y dificultades derivados 

32 Ibid, pág . 98.
33 Ibid.
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de los naturales conflictos que crea la conviven-

cia internacional”34.

Cabe acotar en relación a esta propuesta que el autor 

pretende en cierto modo reflejar en dicha institucionalidad 

su admiración por el modelo de integración europeo; pues 

las instituciones propuestas tienen su paralelo en el proceso 

que se estaba llevando a cabo en el viejo continente, y que 

hasta la actualidad constituye el proceso de integración más 

importante y exitoso. A la vez, las instituciones propuestas 

apuntan a generar tanto un poder legislativo como un poder 

judicial latinoamericano no pronunciándose por un ejecuti-

vo y dándose asi, un paralelo con el modelo Europeo,  que 

hasta ahora no ha logrado un poder ejecutivo sólidamente 

constituido.

El nacionalismo y la integración latinoamericana

Herrera considera que frente a los conceptos  pragmá-

ticos sobre la integración y los esquemas técnicos que impli-

can mercado común, planificación regional, coordinación de 

políticas monetarias, acuerdos arancelarios y otros similares, 

es necesario formular un pensamiento filosófico-político que 

dé  a la integración un sentido global, capaz de proporcionar 

una solución unitaria.

A juicio de Herrera, en la década de los años 1960 ya es 

posible  hablar de un nacionalismo continental latinoame-

ricano, distinto  del que dio origen a nuestra vida indepen-

diente luego de las guerras de la emancipación: 

“De un nacionalismo que no surja, como ayer, 

de la desmembración, de la atomización, de la 

proliferación de fronteras. Por el contrario, de 

34 Ibid, pág. 99.
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un nacionalismo emergente de un concepto y 

de un proceso de reintegración.”35 

La idea del autor es que la experiencia histórica de-

muestra que son muchos los casos en los cuales la tendencia 

hacia la identidad nacional no se nutre de la idea de separa-

ción  o del deseo de individualización, sino que, por el con-

trario, se manifiesta como una tendencia hacia la asociación, 

una marcha hacia el reencuentro con un destino histórico 

señalado por los siglos, y que los acontecimientos habían 

desviado de ruta o sacado de su cauce. Los ejemplos del siglo 

pasado a su juicio lo demuestran, ejemplificándolo a través 

de la unificación de Alemania e Italia en la segunda mitad del 

siglo XIX, en donde distintas unidades políticas lograron en 

virtud  de los lazos en común unificarse en naciones integra-

das. 

A la vez, Herrera considera que su concepción de esta 

unidad no coincide con la visión de los primeros teóricos de 

la literatura nacionalista, que  la concibieron como un con-

cepto emocional radicado en la comunidad de lazos espiri-

tuales y de intereses. Al respecto sostiene: 

“No es el viejo nacionalismo ajustado a los cáno-

nes tradicionales que identifican a los hombres 

que constituyen un Estado por su identidad de 

origen y de tradiciones y por su amor común a 

la tierra enclavada dentro de las  fronteras     - lo 

que ha de trasladarse al ámbito continental - , 

cambiando simplemente unas fronteras más 

estrechas por otras más amplias. Tenemos que 

ser capaces  de dar al nuevo concepto de nacio-

nalismo integrador una dimensión en profun-

didad que capacite al proceso de integración  

para repercutir con un profundo impacto en las 

35 Ibid, páginas 150 y 151.
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grandes masas latinoamericanas, en el bienes-

tar del hombre latinoamericano. Si no, la idea 

de la integración será para esas masas mera lu-

cubración teórica de gabinete, ajena a su interés 

y a sus inquietudes.”36

En general, a nuestro juicio esta arista del pensamiento 

herreriano puede ser uno de los más difíciles de aceptar y 

mucho más asimilar; no obstante, si la Unión Europea es hoy 

el paradigma y todo español, francés o italiano, además de 

su patria  acepta y asume su condición de europeo, ¿no es 

posible imaginar la misma situación para el caso latinoame-

ricano, compartiendo entre nosotros elementos de mucho 

mayor homogeneidad? Es quizás éste el mayor desafío de la 

integración, que nuestra poetisa Gabriela Mistral ilustra del 

siguiente modo:  

“Nosotros debemos unificar nuestras patrias en 

lo interior por medio de una educación que se 

trasmute en conciencia nacional y de un  re-

parto del bienestar que se nos vuelva equilibrio 

absoluto; y debemos unificar esos países nues-

tros dentro de un ritmo acordado un poco pita-

górico, gracias al cual aquellas veinte esferas se 

muevan sin choque, con libertad y, además, con 

belleza”.

Por otra parte, uno de los temas más delicados de la 

integración y que se vincula con el nacionalismo es el de la 

soberanía y la supranacionalidad. El profesor Jean Jacque, 

citado por Tressler (1994), sostuvo en el seminario dictado 

en el Instituto Diplomático Argentino en Agosto de 1990 

que la supranacionalidad es una palabra inventada que no 

corresponde a la realidad jurídica, pues los Estados transfie-

36 Ibid, pág 151.
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ren sólo competencias a los organismos internacionales y no 

soberanía, a menos -agrega- que estemos en presencia de la 

formación de un Estado Federal. No obstante, sostiene luego 

que cuando este traspaso de competencias va aumentando, 

se puede llegar a conformar una transferencia de soberanía. 

Por tanto se puede deducir de las palabras del profesor Jac-

que que los traspasos tienen, en definitiva,  un sutil límite.

Conclusiones 

Todo proceso de integración puede ser analizado des-

de la perspectiva de la teoría de las relaciones internaciona-

les como un fenómeno enmarcado en el paradigma idea-

lista. No obstante, la experiencia nos indica que también el 

realismo forma parte del fenómeno, y prueba de ello es la 

existencia de importantes referentes exitosos de integración; 

por tanto, ésta no puede ser vista como una quimera o algo 

inalcanzable.

A la vez, la integración como fenómeno ya tiene larga 

data en Latinoamérica; sin embargo, continúa siendo un de-

safío. Pese a los avances de los años 1960 y este nuevo impul-

so de los años 1990 y del año 2000 en adelante, es claro que 

nuestra carencia de unidad ha sido clave en nuestra falta de 

gravitación como región en el escenario mundial. Cargamos 

con una historia de intromisiones e invasiones  de las grandes 

potencias en toda Latinoamérica, ante lo cual siempre nues-

tra endémica desunión ha sido la mejor ventaja para ellos. 

No es menos cierto, por otra parte, que es difícil desprender-

nos de nuestros legítimos derechos e intereses nacionales; 

pero también es cierto que nadie puede pretender que el 

adherir a una realidad mayor deba significar la pérdida de 

nuestras  identidades nacionales y de nuestras idiosincrasias. 

Por lo demás, la globalización, con o sin unidad, se presenta 

como un peligro mucho mayor en este contexto. En defini-
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tiva, el fenómeno de la formación de referentes regionales 

integrados está presente,  y al parecer se  proyecta a futuro. 

Por ello, la integración latinoamericana es una de las formas 

de enfrentar dicha realidad.

Por otra parte, la integración  no es un fenómeno idíli-

co, ni  exento de conflictos, como algunos detractores de ella 

parecieran esperar. Esto es lo mismo que pensar que al inte-

rior de  una familia no haya conflictos; no obstante, al final en 

la mayor parte de los casos las fuerzas unitarias persisten. Así.  

Herrera sostiene: 

“...no debe causar desaliento la comprobación 

de que el avance hacia la integración no se rea-

liza en una línea continua de progreso. Los pro-

cesos históricos, aun cuando se produzcan de 

acuerdo con una tendencia irreversible, se ma-

nifiestan en forma de avances, estancamientos 

e incluso retrocesos.”37

Es así como el mismo proceder ocurrido al interior de 

una familia debe llevarnos a los latinoamericanos a persistir 

en pos de la integración: la historia, lengua, costumbres, va-

lores, religión y tierra nos lo demandan. 

El factor económico no debe ser el único en el que 

se base el proceso de integración; existen muchos otros 

factores que ayudan y entre estos el más importante, si se 

busca generar estabilidad y persistencia en el tiempo,  es el 

político, el cual además permite  una  alternativa viable para 

la solución  de nuestra debilidad ante referentes mayores 

extra-regionales y  que buscan la hegemonía global. 

37 Herrera (1967b, p. 19).
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Introducción

La política comercial internacional chilena, en la última 

década del siglo XX, se ha destacado por la gran cantidad de 

acuerdos comerciales firmados, tendencia que, en los prime-

ros años del siglo XXI, se ha mantenido con igual o mayor 

fuerza. En este contexto, la región del Asia Pacífico ha jugado 

un papel relevante, en donde el dinámico crecimiento de la 

República Popular China ha modificado el escenario econó-

mico internacional y las reglas de juego en el marco de las 

negociaciones multilaterales, abriendo nuevas oportunida-

des económicas, comerciales, financieras y tecno - científicas 

que nuestro país no puede soslayar. En este orden, al consi-

derar las oportunidades y ventajas derivadas de una relación 

asociativa particular entre Chile y China, surge la necesidad 

de fundar su concreción en el diseño de estrategias de largo 

plazo.

Tal vez por esta razón resulta atractivo analizar, desde 

la perspectiva económico- comercial, las consecuencias que 

tendría sobre el bienestar económico de nuestro país el Tra-

tado de Libre Comercio (en adelante TLC) entre Chile y Chi-

na, cuantificación importante puesto que se obtendría una 



58

Políticas Públicas

indicación de los cambios que se producirían en las exporta-

ciones e importaciones y los posibles efectos de creación y 

desviación de comercio para nuestro país. 

En este contexto, el presente texto tiene por objeto 

exponer los resultados de una estimación realizada por la 

Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales 

del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile (en adelan-

te DIRECON) basada en el Modelo de Equilibrio Parcial (en 

adelante MEP)38, que entrega los efectos esperables sobre 

el bienestar económico del país y resaltar las implicancias 

económicas y no económicas - estas últimas la mayoría de 

las veces no consideradas-que conlleva un acuerdo de esta 

naturaleza39. 

Con este fin el presente documento se ha desglosa-

do en tres partes. En la primera, se formulan los supuestos 

y antecedentes generales que sostienen la hipótesis. En la 

segunda se describen los argumentos y las características ge-

nerales de ambas economías con el fin de exponer las reales 

dimensiones y potencialidades que pueden generar para un 

país como el nuestro un TLC con uno de los países más im-

38  Mediante este modelo se obtiene, de manera rápida, cifras que permiten indicar 

la tendencia del desarrollo de comercio cuando dos partes acuerdan la eliminación 

de las barreras arancelarias. Cabe resaltar que por razones de tiempo y espacio no 

se exponen de manera amplia los antecedentes conceptuales sobre los cuales 

descansa el modelo aplicado a este trabajo, sino sólo los resultados de éste.
39  Entendemos por Tratado de Libre Comercio al acuerdo comercial suscrito en-

tre dos o más países y cuyos objetivos principales desarrollados de manera más 

específica a través de sus principios y reglas, incluidos los de trato nacional, trato 

de nación más favorecida (“NMF”) y transparencia, son los siguientes: (a) estimu-

lar la expansión y la diversificación del comercio entre las partes; (b) eliminar los 

obstáculos al comercio y facilitar la circulación transfronteriza de mercancías entre 

las partes; (c) promover las condiciones de competencia leal en la zona de libre 

comercio; (d) crear procedimientos efectivos para la implementación y aplica-

ción de este Tratado, para su administración conjunta, y para la resolución de las 

controversias; y (e) establecer un marco para expandir y acrecentar los beneficios 

de este Tratado mediante la promoción de la cooperación bilateral, regional y 

multilateral. Cabe resaltar que el concepto de TLC entregado en este documento 

no es vinculante sino solamente indicativo, por lo que bajo ningún punto de vista 

debe ser entendido como una interpretación legal del acuerdo comercial suscrito 

entre Chile y China.
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portantes de la economía mundial, considerando que Chile 

representa menos del 0,45% del comercio mundial. Por últi-

mo, se exponen las conclusiones en donde se intenta dar res-

puesta a la hipótesis formulada. Como última consideración, 

es preciso mencionar la importancia que tienen elementos 

que van mucho más allá de la reducción del nivel general de 

aranceles, puesto que existen temas de vital importancia que 

deben tomarse en cuenta para poder aprovechar al máximo 

las potencialidades del TLC entre ambos países, como los 

rasgos distintivos de la cultura china, además del comporta-

miento general de su mercado.

Antecedentes Generales

Con una población de 1.300 millones de habitantes40, 

China ha consolidado en los últimos años su posición como 

nuevo eje de gravitación de la economía mundial y de la 

región del Asia Pacífico. En efecto, su crecimiento promedio 

anual de 9.5% en los últimos 25 años, unido a una política 

de liberalización y apertura, ha convertido a su economía en 

la cuarta más grande del mundo41 y en la tercera potencia 

comercial  (DIRECON, 2006, p. 3). Sin embargo, la economía 

china, a diferencia de la de Estados Unidos y también de Ja-

pón, no sólo vive un explosivo presente sino que de mante-

ner la tasa actual de expansión de su producto superará al de 

Alemania en seis años, al de Japón en 26 y al norteamericano 

hacia mediados de siglo42. 

40Cifras de Naciones Unidas al 2005.
41 El Producto Interno Bruto de China registró un crecimiento de 9,9 por ciento en 

el año 2005, para ubicarse así como la cuarta economía del planeta, sólo superada 

por EE.UU., Japón y Alemania.

42 En efecto, la suma de sus exportaciones e importaciones superaba 1.4 billones 

de dólares. Ello ha permitido que desde 1978 a la fecha el ingreso per cápita se 

multiplicara más de siete veces. Si persiste este crecimiento en el país que concen-

tra en su territorio a la población más numerosa del planeta, la economía china 

podría convertirse en la segunda economía a nivel mundial en los próximos 5 años 

y superar a la economía norteaamericana antes de  cuarenta años. 
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Mirado desde este prisma, es lógico conjeturar que 

una economía que crece a un ritmo de 9% anual (una tasa 

altísima si se la compara con el crecimiento entre 2% y 4% 

que mantienen en promedio los países desarrollados) no 

contará con capacidad endógena para hacer frente a los 

abastecimientos necesarios frente a tan explosivo ritmo de 

crecimiento y que debe salir a buscar acuerdos comerciales 

con países como los latinoamericanos, cuya ventaja compa-

rativa son las materias primas. 

Chile cuenta con una política estable, una economía en 

expansión y un favorable ambiente para la inversión, razón 

por la cual nuestro país se muestra como un escenario propi-

cio para invertir, toda vez que la complementariedad en este 

aspecto también contribuye a ampliar el comercio bilateral.

Las relaciones comerciales entre China y Chile han 

mostrado una tendencia al desarrollo muy activa en los úl-

timos años. En efecto, las exportaciones al país asiático au-

mentaron 435% en el período 2001-2005, en tanto que las 

importaciones lo hicieron en 250% en el mismo período; en 

tanto, en el 2005 el intercambio comercial se elevó a US$ 

6.988 millones, con un incremento del 138% en relación con 

el año precedente (DIRECON, 2006, p. 12). 

Desde esta perspectiva, el acuerdo fortalecería la pre-

sencia en ese mercado de las exportaciones chilenas43, toda 

vez que abriría posibilidades para productos que actualmen-

te enfrentan altos niveles de derechos ad-valorem como son 

los productos con mayor procesamiento, abriendo al mismo 

tiempo posibles nuevos nichos para sectores agroindustria-

les.

Bajo este supuesto podría establecerse como hipótesis 

que “el TLC con China generaría un aumento del bienestar 

43 Si consideramos las cifras de exportaciones para el año 2005 hacia China obser-

vamos que éstas se encuentran concentradas en cobre (concentrado y derivados) 

con un 83,5% del total exportado, seguido por la celulosa con un 7,6% y los ali-

mentos y bebidas con 5,7%, de acuerdo a DIRECON, estadística vigente a mayo 

2006.
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chileno equivalente al bienestar generado por los tratados 

suscritos con EEUU y Europa”44. 

Si nos remontamos a los autores clásicos, podemos 

observar que Viner demuestra que el resultado positivo de 

una unión aduanera no se da necesariamente y que es nece-

sario examinar las consecuencias previsibles en función de 

las características de la producción y del comercio recíproco 

de los países participantes y de sus intercambios con el resto 

del mundo45. 

Para la Asociación de Exportadores de Manufacturas 

(en adelante, ASEXMA) el descenso arancelario (producto de 

la suscripción del TLC) debiera favorecer más a Chile que a 

China, dado que los productos nacionales son víctimas de al-

tos aranceles en China, los que en muchos casos alcanzan el 

30%.  “Si se compara eso, con el efecto de una reducción en 

Chile a las importaciones chinas de seis a cero, la conclusión 

es que el impacto de nuestras exportaciones a China debiera 

ser más significativo que el impacto en las importaciones 

traídas de China” (ASEXMA, 2004).

  Según estudios preliminares de DIRECON “el TLC en-

tre Chile y China, representará un fuerte incentivo para las 

exportaciones nacionales a dicho mercado, puesto que se 

estima que este instrumento también estimulará una mayor 

diversificación de la canasta exportadora chilena a China” 

(DIRECON, 2006, p. 36).

Sin embargo, es necesario advertir que si bien el cre-

cimiento anual de las exportaciones hacia China ha sido ex-
plosivo, es necesario matizarlo ya que se explica por la fuerte 

alza en los precios de las materias primas, principalmente el 

cobre. En efecto, el crecimiento de las exportaciones ha esta-

do concentrado en muy pocos productos del sector primario 

44 Según DIRECON, el aumento del bienestar con EEUU y Europa se ha cuantificado 

dentro del orden del 1% y el 2% del PIB, respectivamente.
45 El teorema de Viner se basa en una hipersimplificación de una Unión Aduanera 

de sólo dos participantes,  razón por la cual el modelo es extrapolable a un TLC 

entre dos países. 
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en tanto que el resto tampoco obedece a una gran diversi-

ficación (DIRECON, 2006, p.14). Por lo tanto, si bien el TLC 

podría permitir un aumento de los volúmenes exportados 

y una diversificación de los productos, también es posible 

afirmar que la marcada composición de las exportaciones, 

basadas casi en su totalidad en recursos naturales o recursos 

procesados con bajo valor agregado, hará que el TLC sólo 

suavice esta tendencia. 

Una inserción de calidad en el mercado chino exige 

una diversificación del patrón exportador existente, con base 

en productos manufacturados con mayor valor agregado. 

Por otro lado, es sabido que los acuerdos comercia-

les se suscriben para otorgar beneficios a los exportadores, 

quienes se ven favorecidos por la desgravación arancelaria 

de sus productos; sin embargo, lo anterior no es sinónimo de 

una diversificación de la oferta exportadora, particularmente 

para el caso chileno, dado que ésta se encuentra muy carga-

da de productos con bajo valor agregado. A la vez, la rebaja 

del seis a cero por ciento en el arancel chileno para las impor-

taciones chinas contribuirá a una pérdida de competitividad 

de varios sectores manufactureros nacionales.

Por lo anteriormente expuesto, resulta útil medir el 

impacto en el bienestar de una economía que se deriva de un 

TLC y, asimismo, tener información respecto a los resultados 

esperados y de cómo éstos impactarían a la economía nacio-

nal en su conjunto. 

Dimensiones y Potencialidades del TLC con China 

Según DIRECON el acuerdo con China generará un 

aumento de las importaciones en un orden de US$ 192 millo-

nes, lo que representa un incremento del 14,9% con respecto 

al período tomado para este estudio46. Este incremento de 

46 El período de estudio corresponde a los años 2000 a 2003; la razón por la cual 
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las importaciones se produciría por una creación de comer-

cio de US$ 104 millones y una desviación de comercio de US$ 

88 millones, representado el 0,15% y el –0,12% del PIB. Las 

exportaciones se incrementarían en US$ 107 millones, lo que 

equivale a un 0,15% del PIB de 2003, monto de exportaciones 

que representa un aumento del 5, 8% comparado al prome-

dio del período en estudio. 

Ahora bien, el efecto de bienestar total neto es resul-

tado de la suma de los efectos de bienestar de las importa-

ciones y exportaciones, en que el primero da como resultado 

una caída de US$ 2,3 millones en el bienestar de la sociedad 

y el segundo un incremento de US$ 100 millones y un total 

neto de US$ 97,7 millones. Este efecto total neto se traducirá 

básicamente en un aumento en el excedente de los produc-

tores.

se eligieron estos años como promedio se debe a que en esa fecha ya se habían 

superados las distorsiones al comercio post crisis asiática del año 1997, toda vez 

que a partir del año 2000 se comenzó a observar un crecimiento sostenido del 

intercambio con China.
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Con base en este estudio, se concluye que la hipótesis 

específica según la cual “un TLC con China generaría un au-

mento del bienestar chileno equivalente al bienestar genera-

do por los tratados suscritos con EEUU y Europa” no es válida, 

por cuanto el aumento de bienestar total neto es del orden 

de 0,14% del PIB lo que resulta en un aumento marginal, 

como lo muestra el cuadro47.

Ahora bien, este bajo resultado se debe analizar consi-

derando elementos que dicen relación con los efectos diná-

micos de la creación y desviación de comercio que aumentan 

la competencia, favorecen a los consumidores y estimulan el 

cambio técnico, la inversión y las economías de escala. A lar-

go plazo se puede razonablemente conjeturar que aumenta-

rá la tasa de crecimiento del producto, debido al tamaño del 

mercado integrado al cual ahora se accede. La competencia, 

entendida como la capacidad y voluntad de los productores 

para penetrar el mercado con el cual se ha establecido la 

preferencia, se incrementa dado que cuando las estructuras 

de mercado monopolístico y oligopolístico se ven sometidas 

a presiones  las empresas ineficientes o se vuelven eficien-

tes o cierran. Por su parte, el incremento de la competencia 

debido al cambio tecnológico genera inversión adicional, 

la cual es necesaria para sacar ventaja de las oportunidades 

recientemente creadas o simplemente para sobrevivir a la 

competencia de los productores más eficientes localizados 

en el otro país. 

Existe además la posibilidad de que las empresas ex-

tranjeras residentes puedan expandirse o reagruparse con 

el fin de sacar ventaja de las oportunidades recientemente 

creadas. Adicionalmente, las empresas extranjeras podrían 

decidirse a construir plantas en el país para acceder al enor-

me mercado chino. A su vez, la creación de un mercado más 

grande conduce a la especialización, lo cual resulta en una 

47 Los efectos que producirán los TLC suscritos por Chile tanto con EE.UU. como 

con la UE figuran en el orden del 1% y 2% de crecimiento sobre el PIB.



66

Políticas Públicas

reducción de costos por varias razones: mayor utilización de 

la capacidad de la planta, aprendizaje en el trabajo y desarro-

llo de grupos de trabajadores y directivos calificados. Estas 

economías de escala pueden ser importantes. Son los efectos 

estáticos combinados con los dinámicos los que determinan 

las ganancias o pérdidas de bienestar general asociados a la 

liberalización comercial entre países. 

Al incrementarse el intercambio comercial con China la 

creación de comercio sería mayor que su desviación, ya que 

la primera tendría una participación del 54,2% sobre el total 

del aumento de importaciones derivado de un TLC Chile 

– China, en cambio, la desviación sería del 45,8% (DIRECON, 

2006, p.25).

Conclusiones

El balance general es bastante discreto al considerar 

los resultados expuestos, sobretodo si lo comparamos con 

los efectos esperados de los TLC que ha suscrito Chile tanto 

con EE.UU. como con la Unión Europea.

Ahora bien, conviene tener presente que una vez que 

el gigante asiático se embarcó en los procesos de reformas 

estructurales de la economía, comenzó un despegue econó-

mico impresionante que se distingue, entre otros factores, 

por haber llevado a la economía china a ser aquella que más 

atrae inversión extranjera directa, con montos que bordean 

los cincuenta mil millones de dólares al año. Además, posee 

una de las mayores reservas de divisas internacionales.

Para Chile la oportunidad de afianzar su presencia en 

ese mercado y de paso fortalecer sus vínculos políticos con 

China no puede ser desaprovechada, anticipando a terceros. 

En este contexto, un acuerdo comercial puede traer ventajas 

que van mucho más allá de las preferencias arancelarias, 

puesto que logra mejorar muchas disciplinas comerciales, 
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destacándose entre otros mecanismos los que permiten so-

lucionar diferencias comerciales, los cuales muchas veces 

involucran cifras considerables para economías en desarrollo 

como la nuestra.

De la misma manera, un acuerdo puede potenciar ten-

dencias nuevas en el comercio bilateral, como un aumento 

de las exportaciones no tradicionales48. Asimismo, es impor-

tante establecer canales de comunicación que permitirán 

solucionar barreras técnicas al comercio y un diálogo fluido 

en materia de medidas sanitarias y fitosanitarias, pues es de 

suma importancia contar con reglas claras en ese ámbito.

Lo anterior significa que con el TLC con China no sólo 

aumentarán los actuales flujos de comercio, sino que se abri-

rán posibilidades para que otros productos destacados del 

comercio exterior chileno, como son los productos alimenti-

cios, puedan abrirse nuevos mercados bajo los auspicios de 

un tratado de libre comercio.

Se debe tener presente además la vinculación de tipo 

político que un tratado de esta naturaleza genera, puesto 

que Chile pasaría a convertirse en un socio estratégico en la 

región latinoamericana para China, reforzando aquello que 

el país asiático constantemente recuerda: Chile fue el primer 

país latinoamericano en establecer relaciones diplomáticas 

con la República Popular de China y es firme en su postura 

de reconocerla como único representante del pueblo chino, 

de acuerdo al derecho internacional, por cuanto Naciones 

Unidas así lo determinó en su resolución 2758 de su período 

XXVI del año 197149. 

48 Se consideran no tradicionales todos los productos excepto: cobre, harina de 

pescado, celulosa, hierro, salitre, plata metálica, óxido molibdeno y ferromolib-

deno, minerales de oro, madera aserrada y cepillada, y metanol. De acuerdo a 

cifras de ProChile, las exportaciones de productos no tradicionales registraron 

US$ 6.313 millones durante el primer semestre de 2005, incrementado su valor 

en un 16,5%.
49 Con Taiwán (China Taipei), nuestro país mantiene sólo relaciones comerciales.
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De este modo, Chile logra seguir diversificando su his-

tórica dependencia de una sola potencia. Luego de nuestra 

independencia, se pasó de una relación de dominio colonial 

con España a una de dependencia del Reino Unido en el siglo 

XIX, para pasar a depender económicamente en buena parte 

del siglo XX de EE.UU. Hacia fines del siglo XX y comienzo del 

XXI, Chile logra diversificar, para una mayor estabilidad, sus 

relaciones económicas comerciales, y parte importante de 

ese proceso es su vinculación con Asia en general y con Chi-

na en particular, país que dentro de muy pocos lustros será 

una de las economías más importantes del planeta. Chile, a 

través del tratado suscrito, debería lograr obtener una rela-

ción privilegiada con esa nación para el beneficio de todos 

los chilenos, aumentando no sólo los vínculos económicos 

comerciales, sino también los ámbitos de cooperación políti-

ca, científico-tecnológica y cultural.
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Introducción

En general la discusión de la problemática económica 

latinoamericana se basaba en los efectos disruptivos que 

generaba en la economía un incremento desmedido del 

gasto fiscal. La lógica monetarista–clásica apunta a que una 

presión de agregados fiscales por sobre las posibilidades 

de expansión de la economía se traduce en un cierre de las 

holguras asociadas a la brecha gasto-producto, y de esta 

forma este exceso de gasto fiscal comienza a presionar al 

alza los precios. Al mismo tiempo, si la economía es abierta 

o semiabierta, para cerrar la brecha este mayor gasto interno 

presiona por mayores importaciones, deteriorando la balan-

za comercial y la cuenta corriente50 de la balanza de pagos. 

Simultáneamente la economía exhibe una contracción de la 

oferta de divisas (necesarias para financiar las importaciones) 

en el mercado interno. De esta forma el tipo de cambio no-

minal comienza a devaluarse a una tasa que debe ser propor-

cional con esta presión fiscal. 

Para desalentar la inflación, la autoridad incrementa las 

tasas de interés, lo cual desalienta el consumo, la inversión 

(crowding out) y la actividad económica en general. De esta 

forma podría eventualmente contener las presiones sobre la 

inflación doméstica. Sin embargo, si la devaluación nominal 

es inferior al aumento de los precios, la economía enfrentará 

50 Cuenta corriente: exportaciones  -importaciones– servicios financieros netos 

con el resto del mundo.
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una apreciación cambiaria real (peso revaluado en términos 

reales), con todo el consiguiente efecto negativo sobre el de-

sarrollo del sector exportador. En resumen, déficit fiscales de 

magnitud considerables y no controlados en el corto plazo, 

creaban estancamiento económico, tasas de interés más altas 

(e inflaciones más altas) que afectaban la tasa de descuento 

para evaluar nuevos proyectos y reducían al mismo tiempo la 

oferta de recursos disponible para proyectos al sector priva-

do. Por tanto, en períodos de déficit fiscal la tentación natural 

es reducir el gasto público (esto era de hecho estimulado por 

la ortodoxia económica). Sin embargo, debe analizarse si los 

impulsos fiscales provienen de una desaceleración tributaria 

o de una aceleración de gasto público. Un presupuesto fiscal 

balanceado reduce el riesgo país al disponer la economía de 

moneda extranjera para cumplir el pago de su deuda externa. 

De esta forma, la economía no está expuesta a una devalua-

ción brusca de su moneda doméstica. Pero inevitablemente 

una reducción del gasto público en épocas de recesión o 

moderación del crecimiento, puede exacerbar la crisis. Si, por 

ejemplo, el déficit fiscal obedece a una caída en los ingresos 

tributarios, ¿por qué reducir el gasto público en una coyun-

tura como esta?. La regla del superávit fiscal estructural (SFE) 

permite estabilidad en el crecimiento del gasto público a lo 

largo del tiempo, aunque su diseño y puesta en ejecución no 

esté exenta de discusión.

Superávit fiscal estructural 

El objetivo de este instrumento de política es reflejar 

el saldo presupuestario que existiría en las cuentas del go-

bierno central si la economía creciera a su nivel potencial 

y el precio del cobre estuviera en su senda de largo plazo, 

aislando los efectos cíclicos originados en los vaivenes de la 

actividad económica y en las variaciones del precio del co-
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bre. De esta forma el SFE se transforma en un elemento mo-

derador del gasto público en épocas de bonanza fiscal y en 

un elemento amortiguador de este en épocas de contracción 

económica. El carácter anticíclico del SFE es el que da con-

fianza a los inversionistas en términos de que los agregados 

fiscales, en caso de ser expansivos, no presionarán al alza las 

tasas de interés de la economía a través de requerimientos 

de financiamiento para financiar el déficit. Además un déficit 

fiscal crónico deteriora la oferta exportable en términos que 

aprecia el tipo de cambio real, reduciendo la posición neta 

del país en moneda extranjera. Finalmente en estados adver-

sos de la naturaleza para la economía, se traduce en mayor 

riesgo país (aumenta el premio por riesgo exigido por la 

inversión extranjera) al no tener eventualmente la economía 

suficientes divisas para cumplir sus compromisos en moneda 

extranjera.

Al orientar la política fiscal ex ante en base a un “pre-

supuesto estructural”, se estaría adoptando una regla de 

política fiscal que sea intertemporalmente consistente con la 

obtención de esta meta fiscal. De esta forma, cuando la eco-

nomía esta en una fase de lento crecimiento económico, el 

saldo fiscal global contable se hace más deficitario (o menos 

superavitario) debido a que crecen menos (o se contraen) 

los ingresos fiscales asociados al ciclo económico mientras 

el gasto fiscal continúa creciendo en base a la estimación de 

los ingresos estructurales. A su vez, cuando la economía está 

creciendo sobre su tasa de expansión de largo plazo (o sobre 

el producto potencial) y el precio del cobre esté en su senda 

de largo plazo, el déficit fiscal contable se debería revertir. 

Teóricamente, independiente de que la economía este en 

una fase de debilidad o expansión, las finanzas publicas esta-

rían en un superávit estructural del 1% del PIB (como fue de-

finido por el Ministerio de Hacienda en su versión original). 

Este indicador, por tanto, separa los componentes cíclicos 

del presupuesto del gobierno central, lo que permite una 
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operación contracíclica de las finanzas públicas.

Una crítica antigua (ya obsoleta dados los actuales 

resultados fiscales) es ¿qué ocurre si la economía exhibe 4 

o 5 años continuos de déficit fiscal global contable (como 

ocurrió efectivamente en los años 1999 – 2003, ver Gráfico 

1)?; ¿ tiene en este caso relevancia la dimensión de superávit 

estructural ?

Es conveniente destacar que en los años de déficit 

fiscal (hasta el 2003), la regla de SFE gozaba de una popula-

ridad relativa. El país exhibía déficit fiscales contables princi-

palmente derivados de la contracción económica originada 

en la crisis asiática, y teóricamente estábamos en un SFE del 

1% del PIB. Los déficits fiscales contables consecutivos se tra-

dujeron en una merma de la capacidad de maniobra del fisco 

en aquella época. En efecto, esto significó una contracción 

de la caja fiscal y mayor endeudamiento externo a través de 

la emisión de bonos soberanos. 

El objetivo de las emisiones de bonos soberanos por 

parte del Estado era generar externalidades informativas para 

la emisión de bonos de empresas privadas chilenas en los 

mercados internacionales, principalmente en un contexto 
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de incertidumbre y desconfianza hacia las economías emer-

gentes. Así las empresas privadas locales obtuvieron mejores 

spreads para adquirir nuevos créditos en este marco de turbu-

lencias financieras internacionales, y pese a que los spreads re-

queridos por los inversionistas extranjeros se incrementaron 

durante la crisis asiática para empresas nacionales, esta alza 

fue en menor proporción que el de economías comparables.

En el Gráfico 2 podemos apreciar que Chile sistemáti-

camente exhibe menores spreads soberanos (menor premio 

por riesgo país) que el de las economías emergentes (medi-

dos a través del índice EMBI: Emerging Market Bond Index, de 

J.P. Morgan). Se argumenta que esto obedece a múltiples 

factores, que destacan la fortaleza de nuestra economía. 

Efectivamente, una baja tasa de inflación, un alto grado de 

apertura comercial, un alto nivel de reservas internacionales 

y un crecimiento económico sostenido (entre otros factores), 

contribuyen a mejorar la posición de riesgo de la economía 

chilena. En este contexto, la política de adoptar un SFE juega 

un rol importante en cuanto a contribuir a la política mone-

taria en su objetivo antiinflacionario.

      Fuente: Cepal
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Estimación del SFE y presupuesto 2007 

El Ministerio de Hacienda, en conjunto con un panel de 

expertos, ha resuelto en agosto 2006 suponer un PIB poten-

cial o tendencial de 5,3% para el 2006-2007 y un precio de 

largo precio del cobre de 1,21 US$ por libra de cobre para el 

año 2007. De esta forma, se calcula la brecha existente entre 

los valores del PIB potencial y precio de largo plazo del cobre 

con los valores proyectados para el próximo año. Así se ob-

tiene el nivel de gasto fiscal que será compatible con la meta 

de SFE del 1% del PIB.

Estas modificaciones de los supuestos bases implicaría 

un incremento anual de ingresos estructurales para el fisco de 

aproximadamente 1.900 millones de US$. Estos provendrían 

fundamentalmente del mayor aporte de Codelco (aporte de 

impuestos más excedentes para el fisco) y la tributación de 

la minería privada y en menor medida al incremento del su-

puesto de PIB de tendencia (en la regla anterior el supuesto 

de PIB de largo plazo era 5,0%). Si a esto se agregan los in-

tereses derivados de la acumulación de ahorro fiscal para el 

presente año, el fisco dispondría de aproximadamente 1.900 

millones de US$ para gastar el año 2007, y aún cumpliría la 

regla meta del superávit fiscal estructural del 1% del PIB. 

Como usar estos recursos de una manera productiva es lo 

que ha estado latente en la discusión pública. Además, existe 

inquietud por los efectos macroeconómicos de una expan-

sión acelerada del gasto público para el año 2007.

Tabla 1: Supuestos Presupuesto SFE 2007 /2006

2007 2006

PIB Tendencial 5,3% 5,0%

Precio del cobre (US$/lb) 1,21 0,99
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Ley de responsabilidad fiscal

La Ley de Responsabilidad Fiscal recoge las recomen-

daciones de panel de expertos del FMI, BID, OCDE y Banco 

Mundial, respecto a normas de transparencia fiscal en Chile. 

Estas abarcan desde un fortalecimiento de la auditoria inter-

na hasta la homogeneización de la gestión financiera entre 

distintos agentes del Gobierno Central. 

En cuanto al destino del superávit fiscal del año 2006 

(aproximadamente 5,3% del PIB), la autoridad a través de la 

Ley de Responsabilidad Fiscal ha decidido lo siguiente:

a)Fondo de Estabilidad Económica y Social: 

6.099 millones de US$

Este fondo recibirá el superávit efectivo por so-

bre el 1% del PIB. Los objetivos de este fondo 

son asegurar la estabilidad de la política social, 

desvinculando el gasto de las fluctuaciones del 

precio del cobre y los efectos de la situación 

económica internacional. Por tanto tiene carác-

ter contracíclico.

b)Fondo de Reservas de Pensiones: 709 millones 

de US$, esto es 0,5% del PIB.

Con el tiempo se incrementarán las necesida-

des de financiamiento de los pagos de bonos 

de reconocimiento y pensiones asistenciales y 

mínimas. La Ley de Responsabilidad Fiscal que 

crea el Fondo de Reserva de Pensiones es una 

medida correcta en términos de no alterar la es-

tructura tributaria en el mediano plazo para dar 

viabilidad a la reforma previsional en cuanto al 

financiamiento del Estado. En cuanto al déficit 

previsional, se requiere una discusión profun-

da en cuanto a incorporar crecientemente a las 
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fuerzas armadas al actual sistema previsional. 

Como se aprecia en la Tabla 2, este rezago legal 

significa al país un déficit de 1.3% del PIB. Estos 

recursos podrían liberarse paulatinamente para 

financiar gasto social, reducciones de impues-

tos como el IVA (impuesto al valor agregado) o 

reducir la tasa de impuestos de primera catego-

ría a las PYMEs.

c) Capitalización del Banco Central: 700 millones 

de US$, 0,5% del PIB. El Banco

Central presenta un patrimonio económico ne-

gativo, de aprox. 4.600 millones de US$. Este se 

arrastra desde la quiebra de las instituciones 

financieras del año 1982. 

Tabla 2

DÉFICIT SISTEMA DE PENSIONES EN CHILE (% del PIB)

Años
Pensiones 

Asistenciales
Pensiones 
Mínimas

Déficit 
Operacional

Bonos de 
Reconoc. Déficit Civil

Déficit 
Militar Déficit Total

2005 0,3 0,08 2,1 1,3 3,8 1,3 5,1
2006 0,4 0,1 2,0 1,2 3,7 1,3 5,0
2007 0,4 0,11 1,9 1,2 3,6 1,3 4,9
2008 0,4 0,12 1,7 1,2 3,4 1,3 4,7
2009 0,4 0,13 1,6 1,2 3,3 1,3 4,6
2010 0,4 0,13 1,5 1,1 3,1 1,3 4,4
2005-2010 0,4 0,11 1,8 1,2 3,5 1,3 4,8

Fuente: Ministerio de Hacienda.
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¿Por qué un superávit fiscal estructural del 1% 

del pib? 

No hay duda que la adopción de la regla del SFE ha 

generado un menor riesgo soberano para Chile. Todo esto ha 

permitido la relativa armonía y coordinación con la políticas 

monetaria del Banco Central. Pero surgen interrogantes. Los 

mayores ingresos estructurales del fisco para el año 2007 (ya 

definido su uso en la Ley de Responsabilidad Fiscal) pueden 

posibilitar una expansión del gasto fiscal de hasta 12% el 

año 2007. Esto ocurriría incluso manteniendo la regla fiscal 

estructural. Nadie puede oponerse a mayor inversión social, 

subsidios crecientes a familias más pobres y otras necesida-

des que contempla una economía que aspira a ser moderna. 

Fomentar la innovación tecnológica, mejorar la calidad de 

la educación e invertir en nuevas obras de infraestructura 

se plantea también para acelerar la productividad de la eco-

nomía chilena. Pero nos encontramos ante la paradoja de 

que el fisco dispone de muchos recursos, pero no existen 

suficientes proyectos para rentabilizar socialmente estos re-

cursos. Además la estructura de governance (gobernanza) del 

Estado debe ser modernizada aún más para que pueda ser 

inyectada de estos recursos, sin temor a que el uso de estos 

sea ineficiente. Es decir, se deben gestionar en forma eficien-

te estos excedentes en la economía, de modo que exista una 

verdadera accountability (transparencia) en el uso y destino 

de estos recursos. La Ley de Responsabilidad Fiscal va en la 

dirección correcta.

Para fines del año 2007 y asumiendo un precio del co-

bre de 2,8 US$/lb se proyecta que el fisco acumulará activos 

financieros del orden de los 20 mil millones de US$. Debido 

al alto precio del cobre, la posición financiera neta del fisco 

cambiará de deudora a acreedora (considerando el déficit 

patrimonial del Banco Central y el déficit previsional total). 

Por esta razón algunos expertos señalan que ya no es 
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justificable la existencia de un SFE del 1% del PIB. Argumen-

tan que este debe ser reducido gradualmente a 0% del PIB en 

un plazo de 4 años debido a que las razones que motivaron 

este ratio ya no están presentes. Así, se destinarían recursos 

adicionales a potenciar principalmente la calidad de la edu-

cación, rebajas tributarias a pequeñas y medianas empresas, 

innovación e infraestructura. Sin embargo, esta postura en-

frenta riesgos no menores. El crecimiento de la economía se 

ha desacelerado gradualmente en el último año en términos 

de tendencia, y esto ha incidido en una menor expansión 

de la recaudación tributaria (asociada fundamentalmente a 

un menor ritmo de expansión de la demanda interna y en 

particular la formación bruta de capital en la economía, ver 

Gráfico 4). 

Además hay ciertos gastos y pasivos contingentes que 

no considera la deuda del Gobierno Central. Se incluye en 

esta lista de gastos no incluidas en la deuda del Gobierno 

Central los bonos de reconocimiento51 que en el futuro como 

51 Bono de Reconocimiento: transferencia del Estado a miembros del antiguo siste-

ma provisional cuando cumplen con los requisitos para pensionarse.
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presión fiscal irán decreciendo, pero que en la actualidad 

representan un costo aproximado del 1% del PIB. En cuanto 

a los pasivos contingentes, estos son obligaciones del Estado 

que deben desembolsarse (monto incierto) en un período 

futuro (en una fecha  incierta). Entre estos pasivos contingen-

tes se incluyen:

-Garantía del Estado para emisión de deuda de 

empresas públicas; 

- Garantías de Ingreso Mínimo (tráfico asegura-

do) para las empresas concesionarias y de infra-

estructura;

-Garantía Estatal de Pensiones Mínimas.

Por tanto es necesario mantener el 1% del PIB del su-

perávit fiscal estructural como un seguro que será gatillado 

si se observan desviaciones significativas en la evolución del 

precio del cobre, en la proyección de recaudación tributaria, 

y en la magnitud y uso de los pasivos contingentes que debe 

soportar el fisco. 

Además, incluso cumpliendo la regla del SFE del 1% del 

PIB la expansión fiscal para el año 2007 plantea ciertas inte-

rrogantes. Por ejemplo, ¿cómo el Banco Central internalizará 

el hecho de que se materialice un mayor gasto público al es-

perado?; en dicho caso ¿cómo será el cronograma de norma-

lización de la tasa de instancia para el año 2007 y en lo que 

queda de este año?; ¿habrán tasas de interés relativamente 

mas altas el 2007 para contener la brecha gasto-producto en 

términos de esta probablemente mayor expansividad fiscal? 

Lo anterior podría cambiar las proyecciones del año 2007, 

con un dólar más apreciado, con mayor gasto fiscal, con 

tasas de interés más altas para contener una relativa mayor 

inflación, y en el corto plazo podría acelerar la expansión del 

PIB. Importante es en ese aspecto la composición del gasto 

publico (inversión o gasto de capital versus gasto público 
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corriente) en términos de la capacidad de creación de valor 

en la economía en el futuro.

Como conclusión, sería interesante que la autoridad 

planteara un esquema tributario que favoreciera a la mayoría 

del país, en términos de traspasar de una manera más directa 

esta bonanza fiscal. La experiencia de Canadá es ilustrativa al 

respecto. Una vez que Canadá alcanzó su equilibro fiscal en 

el año 97-98, utilizó parte de ese excedente en reducir deuda 

pública (lo que efectivamente ha realizado Chile en los últi-

mos años) y en reducir impuestos. Esta reducción tributaria 

abarcaba desde impuestos corporativos, impuestos perso-

nales hasta la exención a las ganancias de capital. También 

Canadá mantuvo sus prioridades de gasto público inaltera-

das. De hecho, Canadá ha exhibido 8 años consecutivos de 

superávit fiscal (luego de la reforma tributaria) con condi-

ciones internacionales bastante turbulentas (apreciación del 

dólar canadiense, la caída de las torres gemelas, entre otros 

eventos).
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Introducción

En las sociedades modernas el trabajo asalariado es 

el vínculo social fundamental y  el factor primordial de ads-

cripción a una condición socialmente reconocida para los 

que carecen de medios de vida distintos de su capacidad de 

trabajar. La ausencia de este vínculo para una proporción 

significativa de la población es globalmente un factor de 

desintegración y fragmentación social,  lo que se explica por 

la informalidad o el carácter doméstico de una parte impor-

tante del empleo característicos de las economías periféri-

cas, así como por los cambios en el modelo productivo en las 

economías centrales desde mediados de los años 1970. Estos 

fenómenos han incidido en una disminución global de la 

capacidad de aseguramiento de los grandes riesgos sociales, 

lo que ha dado lugar a lo que Pierre Rosanvallon (1995) ha 

denominado la nueva cuestión social. 

Estas dificultades de integración al trabajo asalariado 

o al autoempleo potencian, en palabras de Blandine Des-

tremau y Pierre Salama (2002), procesos acumulativos de 

ruptura, marginalización y exclusión que incluyen elementos 

como: “reducción del consumo de bienes, que conduce a 

una dificultad de asumir sus deberes sociales y a preservar 

su imagen frente a los demás; dificultades de vivienda, pu-
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diendo conducir a la relegación en barrios alejados o a la 

pérdida de domicilio y al alejamiento del círculo de amigos 

y conocidos; dificultades familiares, que desembocan en el 

aislamiento afectivo; reducción de la cobertura de los gastos 

de salud y de la capacidad de alimentarse, conducentes a 

una degradación de las condiciones de salud; interiorización 

de sentimientos de vergüenza e indignidad, que afectan la 

motivación y la determinación y puede conducir a estados 

depresivos; para algunos, al desarrollo de patologías somá-

ticas o siquiátricas agravadas por malas condiciones de vida 

y el consumo de alcohol”, conducentes a una dificultad acre-

centada en el acceso a los derechos sociales, cuando existen.   

Estos fenómenos se conocen abundantemente en la realidad 

chilena contemporánea. 

El proceso de exclusión aparece como una situación 

inicial de marginalidad heredada de generación en genera-

ción o como una espiral desencadenada por una ruptura, 

especialmente la pérdida de empleo sin alternativas pre-

sentes en un horizonte previsible, el quiebre familiar o el 

fracaso educacional juvenil. Si estas situaciones conducen 

a un desempleo de larga duración, se produce un efecto 

acumulativo que se agrava a lo largo del tiempo y hace más 

difícil la inserción o reinserción en el empleo y en la actividad 

social en general. La acción contra la exclusión es entonces 

uno de los desafíos mayores para las políticas públicas en las 

sociedades contemporáneas y también lo es en Chile. 

El objetivo de este texto es discutir acerca de la meto-

dología que permita determinar los universos potenciales 

de intervención mediante políticas públicas directas contra 

la pobreza y la exclusión, con énfasis en los programas de 

empleo social.  Se seguirá la metodología Eurostat (1998). 

Este organismo oficial europeo estableció un grupo de tra-

bajo para definir la noción de exclusión. Los factores de-

terminantes de esta condición fueron clasificados según su 

importancia:
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- los bajos ingresos, sobre la base de constatar 

que, aunque la exclusión social va más allá de la 

pobreza monetaria y que es causada por facto-

res objetivos y subjetivos diversos,  es en la si-

tuación de bajos ingresos en la que la exclusión 

social tiene consecuencias más graves y es más 

difícil de superar;

- la situación en el mercado de trabajo, cons-

tituyendo el empleo un elemento central del 

vínculo social en tanto permite el acceso a la 

protección social, provee una identidad y redes 

de contacto, además de ingresos, mientras el 

desempleo representa la carencia de todos es-

tos elementos;

- indicadores de situación asociados a la condi-

ción anterior. 

La metodología Eurostat supone que la variable in-

dependiente es siempre el grupo de bajos ingresos, iden-

tificado de manera relativa y analizado en términos de un 

cierto número de variables dependientes, sin incluir criterios 

subjetivos de autoasignación de una condición social dada, 

difíciles de determinar con significación estadística. 

La pobreza monetaria absoluta

Cabe resaltar que la pobreza es una noción difícil de 

establecer con precisión. En su sentido más amplio alude a 

una situación de carencia de satisfacción de necesidades. 

¿Qué parámetros permiten medir esa carencia? ¿Es propia de 

la condición humana más allá de tiempo y lugar o relativa a 

cada etapa en la historia de las sociedades? La pobreza pre-

senta múltiples facetas y no podría resumirse en un indica-

dor, por útil que pueda ser para evaluar las políticas públicas 

en la materia.
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Una manera de abordar este tema ha sido realizar me-

diciones de la situación de pobreza monetaria, con familias y 

personas situadas sobre o bajo una línea divisoria que mide 

la capacidad de acceder a las necesidades consideradas vita-

les de los seres humanos. Estas se dimensionan a través de 

las condiciones mínimas de alimentación en calorías, aunque 

la nutrición humana sea sistémica, variada y compleja (Mart-

ner, 1988), definiéndose una canasta de alimentos que, con-

sumidos en determinadas cantidades, cumplen en conjunto 

con ese requisito. Se sigue así la tradición abierta por B.S. 

Rowntree en la Inglaterra de 1901 y su investigación sobre 

la situación de nutrición de las familias de York, en la que 

calculó las necesidades medias, a partir de los trabajos de los 

nutricionistas norteamericanos de fines del siglo XIX, y eva-

luó las cantidades de alimento correspondientes y su precio. 

Los métodos contemporáneos agregan al costo de la 

canasta de alimentación las sumas necesarias para adquirir 

vestimenta, calefacción y realizar diversos gastos del hogar, 

a partir de lo cual definen una “línea de pobreza” para una 

familia típica (Atkinson, 1981; De Brunhoff, 1976; Herpin y 

Verger, 1997). Así nació el método de asociar a cada cantidad 

específica de alimento que compone una canasta un precio, 

con lo que la suma de cantidades y precios determina un 

valor que se contrasta con el ingreso y que permite compara-

ciones intertemporales de acuerdo a la evolución de los pre-

cios de los bienes alimentarios de la canasta y la evolución 

de los ingresos. Las políticas sociales de numerosos países en 

desarrollo y también en EE.UU. se inspiran en este enfoque 

de umbral monetario.

Desde la Social Security Administration de Estados Uni-

dos se desarrolló el método de medición de la pobreza a 

partir de una encuesta de gastos de los hogares de 1955. 

Orshansky (1965) encontró que una familia típica gastaba un 

tercio de su ingreso en consumo de alimentos. Buscó infor-

mación sobre presupuestos de alimentación mínimos para 
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familias de diversos tamaños y multiplicó ese número por 

tres para estimar decenas de líneas de pobreza para estos 

diferentes tamaños de familias. Con cambios menores, las 

líneas de pobreza de Orchansky se adoptaron oficialmente 

en 1969 en EE.UU. y ha sido incrementada por la tasa de 

inflación desde entonces, aunque también se utiliza un dis-

positivo de encuestas periódicas para actualizar la estructura 

del consumo de los hogares. El costo de la ración alimentaria 

necesaria para un determinado tipo de familia se multiplica 

por el inverso del coeficiente presupuestario medio de la 

alimentación de su tipo para obtener el umbral de pobreza. 

Se definió 124 umbrales de pobreza en 1969, los que fueron 

reducidos a 48 en 1997. 

Si este método supone  arbitrar entre diversas defi-

niciones posibles de mínimo alimentario, también supone 

arbitrar entre las llamadas escalas de equivalencia: no todos 

los miembros de una familia necesitan las mismas cantidades 

de calorías para alimentarse adecuadamente, con las situa-

ciones polares del hombre adulto que realiza actividad física 

y el recién nacido que necesita menos alimentación, amén 

de las economías de escala en di versos otros servicios del 

hogar. La tradicional escala de Oxford (cada adulto adicional 

cuenta por 0,7 y cada niño por 0,5) es diferente de la francesa 

(cada adulto adicional cuenta por 0,5 y cada niño por 0,3) y 

así sucesivamente, con la consecuencia que con la primera 

en algunas mediciones las familias con niños representaban 

el 62% de las familias pobres y con la segunda solo el 45% 

(Hourriez y Olier, 1997). 

A su vez, no existe un estándar relativamente acepta-

ble para dar cuenta de las necesidades vitales sino en el caso 

de la alimentación, aunque los más pobres no tienen necesa-

riamente acceso a los alimentos más baratos, especialmente 

si habitan las periferias urbanas. Para el resto de los bienes, 

es inevitable un enfoque aún más normativo, especialmente 

cuando con el tiempo la alimentación no representa sino una 
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proporción pequeña del presupuesto familiar de las perso-

nas con menos ingresos.

 Si el múltiplo aplicado aumenta, también lo hace la 

línea de pobreza. La frontera de pobreza tiene entonces com-

ponentes de opción arbitraria y se define por un múltiplo de 

los ingresos necesarios para alimentarse, en el caso de Chile 

dos veces el costo del mínimo necesario para alimentarse, di-

ferenciándose además los hogares urbanos y rurales, pues se 

supone que estos últimos realizan una mayor producción do-

méstica que atenúa la pobreza, y realizándose una imputación 

por arriendo en el caso de los hogares con vivienda propia. 

El ingreso monetario no da cuenta precisa del nivel de 

vida de un hogar, pues ignora el patrimonio, la solidaridad 

familiar, la producción doméstica y la red relacional. Seña-

lemos además que las encuestas de ingresos suelen subesti-

mar las rentas de capital. A su vez, la sola consideración del 

ingreso anual no nos ilustra, en ausencia de datos de panel, 

sobre la duración de la pobreza y su carácter estructural o 

transitorio, ni determina la intensidad de la misma ni su des-

igualdad.

Sin embargo, el indicador de pobreza absoluta tiene el 

mérito de permitir comparaciones en el tiempo y el espacio. 

Aunque cabe mantener la cautela: a largo plazo tenderá el 

indicador de línea de pobreza a medir el incremento –o dis-

minución- del ingreso nacional. Si adicionalmente se quiere 

medir la intensidad mayor o menor de  disminución de la 

pobreza asociada a cada punto de crecimiento del ingreso 

nacional, se estará abordando una medición de tipo relativo 

de distribución del ingreso. 

La pobreza relativa

Mientras una tasa de pobreza absoluta no depende 

sino del nivel de vida de los más desfavorecidos, una tasa de 
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pobreza relativa es un indicador de desigualdad concentra-

do en la parte inferior de la distribución: mientras más débil 

es el nivel de vida de los más desfavorecidos en relación al 

del resto de la población, la tasa de pobreza relativa será más 

elevada. 

Un aumento homogéneo de los ingresos permitiría 

un retroceso de la pobreza absoluta, pero mantendría una 

estabilidad de la pobreza relativa. Si por ejemplo el nivel de 

vida de cada cual aumentara en un 1% al año, la tasa de po-

breza relativa no se modificaría. Un crecimiento más fuerte 

(de 3% por ejemplo), pero más desigual (con bajos ingresos 

creciendo sólo al 2%), implicaría un retroceso más rápido 

que el primer caso de la pobreza absoluta pero un aumento 

de la pobreza relativa. En un país en crecimiento, la pobreza 

relativa disminuye siempre menos rápidamente (o aumenta 

más rápidamente en el caso de un crecimiento desigual) que 

la pobreza absoluta. 

En EE.UU, país que mantiene el procedimiento de me-

dición de la pobreza absoluta, un estudio de la National 

Academy of Sciences (1996) propuso una revisión de la me-

todología de medición de la pobreza para incorporar ajustes 

adicionales a la inflación, pero sin llegar a proponer que la 

medición se estableciera en proporción a los ingresos, y pa-

sar así a una medición de la pobreza relativa, sino sólo incor-

porar a los ingresos no monetarios, lo que tampoco suscitó 

consenso.

Algunos enfoques intermedios plantean elaborar ca-

nastas de bienes que evolucionen en el tiempo. Diversos 

expertos, especialmente los que inspiran las mediciones de 

la Unión Europea, prefieren un enfoque de pobreza ya no 

absoluta sino relativa, calculando una frontera a partir de la 

distribución de los ingresos. Estas líneas de pobreza reposan 

en una concepción según la cual el pobre es aquel cuyo con-

sumo cae bajo normas sociales y estándares de consumo que 

evolucionan en función del ingreso de la familia típica del 
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sector medio de la sociedad. 

Con este enfoque, se fija la línea de pobreza relativa 

dividiendo por un coeficiente el nivel de vida mediano de la 

población, tal como lo hace la oficina estadística de la Unión 

Europea (Eurostat) para cada país miembro y para el conti-

nente europeo en su conjunto. Este coeficiente, para subra-

yar su carácter de convención, se muestra en el caso europeo 

en niveles de 40%, 50%, 60% y 70% del ingreso mediano y 

se ajusta en una escala de equivalencia para los cónyuges y 

adultos (0,5 unidades de equivalencia) y los niños miembros 

de cada familia (0,3 unidades de equivalencia). ¿Porqué no 

utilizar simplemente el ingreso promedio? Contrariamente 

a la mediana, la media está influida por el ingreso de los 

grupos de más altos ingresos: por ejemplo, si supusiéramos 

que el nivel de vida es estable en todas las capas de la pobla-

ción con excepción de los más ricos (en el que progresara), 

entonces el promedio aumentaría mientras la mediana per-

manecería constante. La medición de la pobreza fundada en 

la mediana compara la parte baja de la distribución de los 

ingresos en relación a la mitad de la distribución, mientras 

una medición fundada en el promedio compara la parte baja 

en relación a todo el resto de la distribución (es decir la suma 

de la parte media y la parte alta). 

Si se admite que las normas de inserción social y de 

consumo están marcadas más bien por la situación de las 

capas medias de la sociedad más que por las de más altos 

ingresos, especialmente si estos se encuentran muy concen-

trados y alejados sustancialmente de los del resto de la po-

blación (como es evidentemente el caso de Chile y América 

Latina), entonces es preferible la opción de una proporción 

de la mediana para la determinación de la línea de pobreza 

relativa. Además, desde el punto de vista estadístico, la me-

diana es más robusta y más estable en el tiempo (Hourriez y 

Legris, 1997).
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En el caso de Chile (ver el cuadro 1) la media o prome-

dio de ingreso por habitante era de 150.228 pesos al mes en 

2003, según la encuesta CASEN realizada por el Ministerio de 

Planificación. El monto de la media es sustancialmente más 

alto que la mediana del ingreso por habitante (82.480 pesos) 

dada la alta concentración del ingreso en los tramos altos 

(ver el cuadro 2). Se considera en dicha encuesta como ingre-

so el  de carácter monetario, incluyendo las pensiones y los 

subsidios personales, así como una imputación monetaria 

del arriendo para los que tienen vivienda propia. 

En nuestra clasificación hemos distinguido, según tra-

mos referidos a la mediana en la parte baja y a la media en 

la parte alta de la distribución, cuatro grandes Categorías de 

Ingreso por Habitante: 

- muy bajos, representando un 7% de la pobla-

ción y un 1% de los ingresos;

-  bajos, que incluyen a los anteriores, con un 

26% de la  población y un 6% de los ingresos 
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totales; 

- medios, con un 48% de la población y un 28% 

de los ingresos y finalmente

- altos, representando un 25% de la población y 

un 66% de los ingresos totales.

 

Estimaciones de pobreza relativa para Chile

Para ilustrar una visión más compleja que la conven-

cional de lo ocurrido desde 1990, hemos optado en este 

trabajo por considerar como referencia la línea de personas 

con ingresos por habitante por debajo del 60% de la media-

na, coeficiente que se utiliza de manera normalizada en las 

mediciones europeas de exclusión social desde el Informe 

del Comité de Protección Social de 2001, según el mandato 
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del Consejo Europeo de Lisboa, manteniéndose las demás 

mencionadas como referencias en torno al umbral definido. 

Considerando el 60% de la mediana y sin realizar ajus-

tes por escala de equivalencia en el hogar, es decir constru-

yendo una línea por debajo de la cual se sitúan las que hemos 

definido así como personas de bajos ingresos, un 26,4% de los 

habitantes de Chile estaba en 2003  en esta situación. La pro-

porción era algo inferior a la de 1990 (27,5%) y a la de 1994 

(27,4%). En cambio, los “pobres absolutos” eran en 2003 un 

18,8% del total de la población, cifra sustancialmente inferior 

al 38,6% de 1990 y al 27,5% de 1994, en coincidencia con la 

trayectoria del crecimiento. En el caso de los “pobres relati-

vos” se observa pocos progresos, en el de los pobres absolu-

tos se constata sustanciales avances: el ingreso aumenta, la 

distribución del ingreso no mejora demasiado y por tanto la 

posición relativa de los peor situados en términos de ingre-

sos no se modifica en el período reciente. 

Cabe destacar que hacia mediados de la década de 

1990 (es decir en la medición de 1994) la cifra resultante de 

“pobres relativos” así cuantificados era similar a la de “pobres 

absolutos” según la medición convencional, con la misma 

base de datos, es decir la encuesta de caracterización so-

cioeconómica CASEN del  Ministerio de Planificación. 

Hemos definido también una línea de personas de muy 

bajos ingresos al considerar un límite de sólo 30% del ingreso 

mediano, es decir la mitad del coeficiente de 60% antes es-

cogido. Se ha hecho un símil con el cálculo convencional de 

la indigencia (el valor de la línea de pobreza es el doble de 

aquella de indigencia, definida ésta como el costo de la ca-

nasta alimentaria). Debajo de esta línea de muy bajos ingresos 

se situaba en 2003 un 6,8% de la población, cifra algo inferior 

a la de 1990 (7,3%) y de 1994 (7,1%). 

Por su parte, los indigentes absolutos eran en 2003 un 

4,7% del total de la población, cifra inferior al 12,9% de 1990 

y al 7,6% de 1994, también en coincidencia con la trayectoria 
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del crecimiento. Se constata asimismo que en 1994 las cifras 

de extrema pobreza absoluta y extrema pobreza relativa 

eran prácticamente las mismas, las que  luego divergen en 

su evolución, como era esperable de acuerdo a la trayectoria 

del crecimiento.  

El gráfico 1 reseña, como complemento de la medi-

ción de las convencionales líneas de pobreza e indigencia, 

la medición del porcentaje de personas situadas por debajo 

del 60% y el 30% de la mediana del ingreso por persona 

antes descrita. Ambas líneas han variado poco desde 1990, 

reflejando la persistencia de la distribución desigual del in-

greso en un contexto de incremento sistemático del ingreso 

promedio. 

En el cuadro 3 se reseña el número de personas bajo 

las líneas de ingresos bajos y muy bajos. La cifra absoluta de 

personas en esta situación ha aumentado, al no alterarse la 

distribución de los ingresos y aumentar la población. Si en 

1990, siempre de acuerdo a las encuestas CASEN, poco más 

de tres y medio millones de personas disponían de ingresos 

per cápita equivalentes o inferiores a un 60% de la mediana, 
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en 2003 se encontraba poco más de cuatro millones de per-

sonas en esta situación. Por su parte, si en 1990 unas 936 mil 

personas disponían de ingresos per cápita equivalentes o in-

feriores a un 30% de la mediana, en 2003 se encontraba poco 

más de un millón de personas en la situación de disponer de 

muy bajos ingresos monetarios.

La exigencia es significativa para el objetivo de aliviar 

la situación de las personas de muy bajos ingresos, aunque 

desde 1998 se observa una leve disminución del número de 

personas en esta condición (y su proporción en la población 

total).

Estimaciones de exclusión social

Si un primer dimensionamiento de la exclusión social 

puede realizarse, como hemos hecho, por la posición relati-

va en la escala de ingresos, el cruce entre esta condición y 

la situación de empleo nos ofrecerá una aproximación más 

directa. 



98

Políticas Públicas

La evidencia señala que entre 1990 y 2003 se consta-

ta un cierto incremento de la tasa de empleo global en el 

país, tasa que pasó de 47% a 51% de la población en edad 

de trabajar52. No obstante, para las categorías de muy bajos 

ingresos y de bajos ingresos ésta permaneció en 27% y 35% 

respectivamente, proporción considerablemente inferior a la 

de más altos ingresos, cuya tasa de empleo alcanzó un 63% 

en 2003 (ver el cuadro 4). 

Se observa además un brusco salto de la desocupación 

a partir de 1998, de acuerdo a la serie de las encuestas CA-

SEN, año en el que la economía entró en un ciclo recesivo. 

El deterioro es especialmente agudo para los segmentos de 

52 La tasa de empleo es un indicador especialmente relevante,  pues la tasa de 

desempleo está sujeta a indeterminaciones significativas. En efecto: ¿cual es el 

volumen de cesantes desalentados que ya no buscan trabajo por existir pocas 

opciones y dejan de ser considerados como integrantes de la fuerza de trabajo? 

Cabe tener presente que, de acuerdo a la OCDE, la tasa de empleo es de alrededor 

de 75% en países como Suiza, Dinamarca, Suecia, Países Bajos y Reino Unido, alre-

dedor de un 70% en EE.UU., un 65% en Alemania, un 60% en Francia y España, un 

50% en Polonia y un 45% en Turquía.
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bajos ingresos y especialmente para los muy bajos ingresos 

aunque se constata un leve quiebre de tendencia en 2003 

respecto de 2000. 

Si consideramos la precariedad laboral como un com-

ponente de la exclusión social, cabe hacer notar el incre-

mento experimentado por el número de trabajadores sin 

contrato laboral (de un 17% a un 22%) en el período 1990-

2003, nuevamente con un quiebre de tendencia positivo 

entre 2000 y 2003, incremento fuertemente concentrado en 

los trabajadores de ingresos muy bajos y bajos, con tasas de 

60% y 39% respectivamente, contra una media de 22%.   La 

proporción de trabajadores que no cotiza en los sistemas 

de seguridad social contributiva y obligatoria es aún mayor, 

siendo este problema más agudo nuevamente en el seg-

mento de trabajadores de bajos y muy bajos ingresos. No 

obstante, su incremento es menos pronunciado que en el 

caso de los trabajadores sin contrato, y se observa también 

un quiebre de tendencia entre 2000 y 2003.

 La población incluida en las categorías de ingresos 

muy bajos y bajos han visto, sin embargo, mejorar su si-

tuación de vivienda y de saneamiento fruto de las fuertes 

inversiones y subsidios gubernamentales en el área de la 

infraestructura urbana. También han experimentado una 

mejoría en los promedios de escolaridad y en la cobertura de 

educación preescolar, la que permanece aún insuficiente.
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Se puede identificar el universo de trabajadores des-

empleados y de bajos ingresos como aquel al que deben 

orientarse las políticas contra la exclusión basadas en siste-

mas directos e indirectos de acceso al empleo. El objetivo de 

política pública debe ser reducir, al margen de la dinámica 

del mercado de trabajo, la tasa de desempleo en el segmento 

de muy bajos ingresos (de 41,4% en 2003) y de bajos ingre-

sos (de 23,7% en 2003), habida cuenta de una tasa promedio 

tres o dos veces inferior, según el caso (9,9% en 2003). 
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Esto significaba en 2003 un universo del orden de 293 

mil desempleados de bajos ingresos, de los cuales 126 mil 

eran mujeres; un universo de jóvenes menores de 24 años 

de familias de bajos ingresos y que buscan y no encuentran 

trabajo que llama la atención por su importancia: algo más de 

90 mil jóvenes, de los cuales más de la mitad eran mujeres; 

un universo de poco más de cerca de 120 mil desempleados 

pertenecientes a familias de muy bajos ingresos (menores 

a un 30% del ingreso mediano), de los cuales 45 mil eran 

mujeres. El universo de jóvenes menores de 24 años de fa-

milias de muy bajos ingresos y que buscan y no encuentran 

trabajo es aquí también importante (32 mil jóvenes).
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Reorientar las políticas de empleo 

Las políticas de empleo se diferencian en las de ca-

rácter pasivo y las de carácter activo (Teulon, 1996). Las po-

líticas pasivas de empleo incluyen el seguro de cesantía, que 

alivia temporalmente y de modo decreciente la situación 

de ausencia de ingresos (en vigencia en Chile desde 2003, 

precedido con anterioridad por un sistema limitado de sub-

sidio de cesantía), así como la disminución de la oferta de 

trabajo mediante períodos de capacitación y actividades 

educativas para completar estudios, como las que realiza el 

SENCE y el FOSIS, así como la disminución del tiempo legal 

máximo de trabajo (como la que redujo el tiempo máximo 

de trabajo semanal de 48 a 45 horas a partir de 2005).

Las políticas activas de empleo incluyen el mix de po-

lítica fiscal, monetaria y cambiaria de apoyo a la demanda 

y de estímulo al consumo, la inversión y las exportaciones 

(política macroeconómica); el subsidio a la contratación y 

a la búsqueda de empleo privado, y todas las acciones que 

buscan disminuir el costo privado del empleo para incre-

mentar su demanda (política microeconómica estructural), 

así como las políticas activas de creación de empleo social 

destinadas a viabilizar la satisfacción de necesidades socia-

les no cubiertas por el mercado, en ausencia de demanda 

solvente, ni por el sector público tradicional. 
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Al desencadenarse el deterioro de la coyuntura ma-

croeconómica y del empleo en 1998, se produjo a partir de 

abril de 1999 un incremento importante de los programas 

públicos orientados preferentemente a absorber desem-

pleo. Entre estos se cuentan los de carácter indirecto y los 

de carácter directo. Los programas de creación de empleo 

con apoyo fiscal han oscilado, cuando entran en plena vi-

gencia en el tercer trimestre todos los programas, incluyen-

do los contraestacionales, entre 140 y 180 mil en el último 

quinquenio, con alrededor de la mitad de esa cifra como 

empleos anuales promedio. 

Los programas de creación de empleo con apoyo fis-

cal que se vienen realizando en Chile no se pueden conside-

rar en su totalidad específicamente como parte de políticas 

activas de empleo. Muchos de los programas contabilizados 

por la autoridad presupuestaria con ese carácter correspon-

den simplemente a la creación de empleos públicos perma-

nentes para cumplir misiones de servicio público de carácter 

continuo, que tienen su propia lógica y justificación, y que 
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son variable explicada y no explicativa. 

Los programas directos de creación de puestos de 

trabajo social representan una baja proporción, inferior a 

20 mil unidades. En actividades de creación de empleo so-

cial están involucrados los programas de Servicios Sociales 

de la Fundación Nacional para la Superación de la Pobreza 

(incluidos monitores de reforzamiento pedagógico para 

escuelas de educación municipal) o el apoyo al microem-

prendimiento del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, 

en una escala aún pequeña.

Los Programas de empleo indirectos están constitui-

dos por el Programa de Reinserción laboral y Empleo (Fosis), 

con cobertura especial para participantes en el programa 

Chile Solidario, y el Programa de Bonificación a la Contrata-

ción de Mano de Obra (Sence), también con cobertura espe-

cial para Chile Solidario. El programa Proempleo-Sence 2005, 

por su parte, permitirá que 65 mil personas desempleadas 

puedan ser contratadas y capacitadas. Esto es, cerca de un 

12% más que en 2004 cuando se generaron 57.635 empleos 

a través de este programa. Para ello se destinarán en 2005 

unos $15.730 millones de pesos, alrededor de dos mil más 

que en 2004.

En 2005 las postulaciones para contratar por Proem-

pleo se abrieron el 1 de abril, antes que en oportunidades 

anteriores, y por un periodo más extenso, hasta octubre. Se 

pretende concentrar los recursos en su finalidad principal: la 

creación de nuevos empleos permanentes. Este año no se po-

drá recontratar personas ni tampoco contratar hijos ni cón-

yuges del dueño o representante legal de la firma; por ello, 

este subsidio no se entregará a empresas que ya hicieron uso 

del beneficio. El sistema consiste en que durante cuatro me-

ses, el Gobierno financia hasta el equivalente al 40% de un 

ingreso mínimo mensual de la remuneración de cada nuevo 

trabajador contratado, aportando además $50.000 del costo 

de capacitación del trabajador. Para poder ser contratados 
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los trabajadores deben inscribirse en la Oficina Municipal de 

Información Laboral (OMIL).

El programa Proempleo se realiza anualmente, desde 

2001, para hacer frente a la cesantía en los meses en que ha-

bitualmente llega a sus niveles más altos. Desde su inicio ha 

permitido la contratación de 211 mil 598 personas, muchas 

de las cuales han seguido trabajando en las mismas empre-

sas a las que se incorporaron por este sistema. 

La interrogante que emerge frente a este mecanismo 

de subsidio a la contratación es la magnitud de su aporte a la 

creación de empleo frente a la hipótesis de la formalización 

(personas ya empleadas sin contrato de trabajo pasan a te-

ner contrato de trabajo sin creación de empleo); la hipótesis 

del efecto de sustitución (personas ya empleadas con contra-

to de trabajo son despedidas para contratar desempleados, 

pero sin efecto neto de creación de empleo) y la hipótesis del 

efecto regalo (los nuevos empleados que activan el subsidio 

hubieran sido contratados de todas maneras). No existen 

estudios empíricos en la materia. 

Chumacero y Paredes (2002) encontraron que los pro-

gramas de subsidio a la contratación emplean a trabajadores 

relativamente más productivos que los programas de empleo 

directo y que están menos focalizados en los más necesitados 

y más vulnerables al desempleo53. También encontraron que 

los programas directos incrementan el ingreso familiar de los 

participantes, aunque están asociados a mayor deserción es-

colar y mayor tasa de participación en el trabajo de jóvenes 

y personas de más edad, y que los programas de subsidio a 

la contratación están negativamente correlacionados con la 

tasa de desempleo del municipio y que las empresas no se 

53 Los programas de empleo directo desarrollados en el período reciente han sido el 

Programa de Mejoramiento Urbano (Subdere); el Programa de Fondo Social (Mi-

nisterio del Interior); el Programa de Inversión en la Comunidad (Ministerio del 

Trabajo) y el Programa de Emergencia del Empleo (CONAF). 
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focalizan, sino por el contrario, en seleccionar candidatos de 

las comunas con más alto desempleo.

Establecido el universo de la política de empleo con-

tra la exclusión (290 mil desempleados con bajos ingresos 

y 120 mil con muy bajos ingresos), cabe un rol, aunque no 

exclusivo, a la política de inserción mediante el empleo 

social. 

Definiremos el empleo social como las actividades 

realizadas en beneficio de la comunidad por personas de 

baja empleabilidad en actividades privadas o públicas tra-

dicionales y públicamente financiadas, en su totalidad o en 

parte, bajo la modalidad de empleo directo o de microem-

prendimiento asociativo subvencionado. Este tipo de pro-

gramas de empleo los entenderemos vinculados a la crecien-

te emergencia en la economía moderna, junto a la economía 

mercantil y al sector público, de lo que se puede denominar 

la economía relacional. Esta interconecta en proporciones 

cada vez mayores bienes que incrementan el relacionamien-

to con los demás, y no sólo el consumo individual aislado, 

ya sea de tipo mercantil (prensa, teléfonía, internet, artes y 

cultura, turismo, deporte) y no mercantiles, entendidas como 

“todas las ocasiones de relaciones gratuitas”. La justificación 

económica más general de impulsar este tipo de economía 

es simple: la “eficacia del mercado depende del clima creado 

por la economía relacional, la que a su vez depende de los re-

cursos creados por la economía de mercado” (Attali, 2004).

Esto supone  desarrollar el tercer sector de economía 

social, distinto  del sector público y del sector mercantil, 

con finalidades sociales y ecológicas, como respuesta a una 

sociedad atomizada por el individualismo y que rompe su te-

jido social. Su mecanismo principal de desarrollo es el subsi-

dio, en ciertas condiciones, de empleos útiles a la comunidad 

(Lipietz, 2002). En efecto, la economía social se constituye 

con organizaciones sin fines de lucro que ofrecen servicios 

dirigidos a la comunidad y a la vez a cada uno en particular. 
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Una  fiesta local supone que cada uno participe en ella, pero 

para que esto sea posible debe existir el marco de la fiesta 

común. Existen entonces formas de producción asociativas 

que responden a esta doble dimensión, que son a la vez mer-

cantiles y a la vez subsidiadas, financiadas por el individuo y 

por subvenciones públicas. 

El primer principio de la economía social señala que 

cada cual participa en ella no según su aporte de capital sino 

según su adhesión en tanto persona a esta actividad, adhe-

sión que en este caso se ofrece a quienes carecen de oportu-

nidades de empleo. El segundo principio establece que una 

parte al menos del producto de la empresa común no puede 

ser objeto de retrocesión a los asociados: la empresa se dota 

así poco a poco de un capital propio que permite su existen-

cia autónoma. El tercer principio establece que el objeto de 

la asociación no es la ganancia de sus miembros, aunque les 

asegure un mayor bienestar al participar de una iniciativa co-

mún que rompe el aislamiento y un ingreso (salvo en el caso 

del voluntariado, muchas veces muy importante en este tipo 

de iniciativas), sino el proyecto social que desarrolla. La em-

presa asociativa puede tener un excedente, pero lo reinvierte 

en su finalidad social. Esta tercera regla, combinada con la 

segunda, hace específica a la economía social en el seno de 

la economía de mercado. Su carácter mercantil se manifies-

ta al vender bienes y servicios, a sus miembros como a no 

miembros. Lo que la distingue es que no actúa en función de 

maximizar la ganancia a obtener. 
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Históricamente, la economía social se ha desarrollado 

como complemento del sector público o del sistema de se-

guridad social, o en competencia con otras empresas maxi-

mizadoras de utilidades. Hay en la sociedad un volumen 

importante de tareas que responden a necesidades de los 

particulares que ya no son tomadas a cargo por las familias 

(atomizadas por la vida moderna), que no son efectuadas 

ni por el sector público (porque serían muy onerosas para 

los contribuyentes) ni por el sector privado (por falta de 

rentabilidad). Estas actividades son las que, más allá de un 

servicio particular, producen un vínculo social: por ejemplo 

la apertura por trabajadores en inserción de un servicio de 

alimentación allí donde nadie quiere instalarlo, la puesta en 

práctica de un servicio de guardería de niños o de ayuda es-

colar, o misiones de utilidad ecológica. 

Estos nuevos servicios ofrecen un gran potencial de 

creación de actividades, junto a un “efecto societal” positivo: 

más solidaridad, más seguridad, más educación, más salud, 

más calidad de vida en el barrio, creando empleos y a la vez 

mayor civilidad en la convivencia. Este efecto justifica que, 

en totalidad o en parte, la economía social sea liberada de 

su contribución fiscal obligatoria, como ya ocurre con las 

cooperativas. Y que se haga acreedora de subsidios perma-

nentes, en consonancia con el beneficio social producido. 

Por ejemplo, una estructura que sólo contrata cesantes de 

larga duración y personas en dificultad dispensa una utilidad 

social evidente, difícil de cuantificar en toda su magnitud. En 

contraste, la cesantía representa un costo fiscal, en el caso de 

Chile  asumido por el fondo redistributivo que prevé el nue-

vo sistema de seguro de cesantía, que se debe descontar del 

costo del subsidio de actividades que la reducirán.

La sociedad se encuentra de tal modo atomizada que 

las relaciones de civilidad y confianza se encuentran dismi-

nuidas en medio de una fuerte fractura social. En palabras de 

Lipietz: “es inútil volver atrás invocando una autoridad pater-
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na que la cesantía ha destruido. Y es malsano  apostar solo a 

la represión. Debemos entonces reconstruir la solidaridad y 

la utilidad social sobre bases voluntaristas”. El tercer sector 

tiene aquí un rol esencial: cultivar el campo de los servicios 

comunitarios asociando “voluntarios-ciudadanos” y “perma-

nentes-asalariados”.

La economía social y comunitaria no debe ser conce-

bida sólo como una economía de los pobres para los pobres. 

Esto engendra clientelismo y reproduce el estigma de la ex-

clusión, en circunstancias que su objetivo esencial debe ser la 

reconstrucción de la comunidad para todos. Empezar por los 

más desfavorecidos no quiere decir encerrarlos en relaciones 

limitadas a ellos. En este contexto, los nuevos programas de 

empleo social  se propone que sean asignados y evaluados, 

de acuerdo a los universos regionales y locales a atender, 

por “agencias regionales de fomento y empleo”, dependien-

tes del gobierno regional. Estas agencias debieran tener al 

menos una sede regional y actuar en estrecha coordinación 

con el SENCE ( y por su vía con el gobierno nacional) y con 

el ámbito municipal. Debieran desarrollar planes de trabajo 

de acuerdo a las orientaciones de un Consejo Regional del 

Empleo de carácter consultivo, integrado por el sector pú-

blico, representantes empresariales y de los trabajadores y 

representantes de organizaciones no gubernamentales y de 

la economía social. 

Se propone que los programas sean gestionados por 

el nivel municipal, mediante la creación de Centros de Empleo 

que asocien al municipio con órganos nacionales y regionales 

relacionados con el empleo. Estos Centros deben en primer 

lugar proveer información sobre ofertas de empleo privadas 

y públicas y acerca de los programas de empleo social, en un 

esquema de uso de las nuevas tecnologías de la información 

del tipo de los Infocentros. En segundo lugar, deben prestar 

servicios de preparación de  antecedentes laborales y de ac-

ceso a correo electrónico, así como realizar cursos periódicos 
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de búsqueda eficaz de empleo y de acceso a actividades de 

capacitación, foros de reclutamiento con los empleadores y 

cursos sobre creación de empresas. Estos Centros de Empleo 

deben estar abiertos a todos los públicos: desempleados, 

jóvenes recién egresados en búsqueda de un primer empleo, 

asalariados motivados por iniciar una actividad propia, in-

cluso jubilados que buscan un complemento de actividad. 

Deben tener por objetivo esencial la puesta en relación de 

sus usuarios con los actores del mercado de trabajo54.

Los Centros de Empleo deben tener a su cargo, en ter-

cer lugar, los Programas de Empleo Social, desarrollados bajo 

la forma de contratación total o parcial de monitores, con as-

pirantes seleccionados por los mencionados centros, por en-

tidades públicas y privadas locales de acuerdo a programas 

trimestrales y semestrales, o bien, de acuerdo a cada realidad 

local y regional, bajo la asignación mediante concurso de 

programas de subsidio temporal a microemprendimientos 

asociativos, como los que ya realiza el FOSIS. 

El cuadro 13 resume las posibilidades de creación de 

empleo con apoyo fiscal en tres categorías principales: de 

servicio público, de emprendimiento y de carácter social, en 

función de necesidades sociales emergentes. 

54 Este tipo de entidades ha tenido un importante desarrollo en Gran Bretaña, bajo 

la denominación de Job Centers, y recientemente en Francia bajo la denominación 

de Maisons de l’emploi.
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En el primer caso, la atención a la infancia y a la dis-

capacidad supone un servicio de carácter continuo y per-

manente realizado por personas con la debida formación 

profesional, contratadas bajo el régimen de servicio público 

en entidades existentes. En el segundo caso, es posible 

atender necesidades sociales en materia de servicios mo-

dernos como el turismo y la alfabetización digital y a la vez 

crear empleos en la modalidad de promoción de empresas 

de derecho privado o cooperativas. En el tercer caso, la 

creación de empleo social es la modalidad pertinente para 

la promoción cultural, la seguridad ciudadana, el apoyo a 

la tercera edad o la actividad escolar, por tratarse de activi-
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dades de actividades más propicias a la transición de la ex-

clusión a la inserción, especialmente en el caso de jóvenes 

y desempleados de larga duración, con formación inicial 

más simple y eventual perspectiva de desarrollo profesional 

futuro en otras actividades una vez realizada con éxito una 

primera etapa de reinserción laboral. 
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Introducción

Existe gran coincidencia en señalar que los criterios 

básicos de una ética pública se originan en cuatro coorde-

nadas centrales: la orientación hacia el servicio de los inte-

reses colectivos, la función con responsabilidad social, el rol 

especializado y competente y la evitación de la corrupción 

(Rodríguez A., 1992). Desprendidas de un conjunto de valo-

res más o menos compartidos1, de ellas surgen una serie de 

principios operacionales mencionados y repetidos por las 

distintas administraciones de los países asociados a la OCDE, 

lo que ha llevado a algunos a postular la existencia de un 

cuerpo de valores “universales” para la administración del 

Estado. Un extenso listado de principios han sido abundante 

y reiteradamente señalados por las distintas administracio-

nes2. Otra cosa puede ser la significación que cada gobierno 

1 Justicia,  honestidad, supeditación del interés personal al bien común, sobriedad, 

transparencia, modestia, laboriosidad, entre otros.
2 Los más importantes de destacar son: promoción de derechos fundamentales; 

custodia y respeto de los intereses colectivos; representación de los intereses 

públicos; uso racional de los recursos públicos; imparcialidad; objetividad; lealtad 

hacia la institucionalidad administrativo-pública; méritos y capacidad para ingre-

sar al servicio público y ascender en la carrera funcionaria; denuncia de la corrup-
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o servicio confiere a tales principios y, con mucha más razón, 

si ellos son o no llevados a la práctica. 

Con todo, en el contexto actual tales coordenadas y 

principios se  insertan en el marco global del respeto a los 

derechos ciudadanos, bajo el cual el servicio público llega 

a asumir no sólo una nueva y muy diferente fisonomía sino 

que, principalmente, una nueva forma de  hacer ejercicio de 

su rol.

En esta perspectiva, la administración del Estado está 

desafiada a abandonar la clásica posición “de poder”3 frente 

a los habitantes de una nación y asumirlos como ciudadanos 

de pleno derecho. Lo anterior está dando cuentas de un 

verdadero nuevo marco de referencia ético para la actividad 

pública.

Así, en el plano de las personas opera el cambio desde 

la “autoridad” del funcionario hacia el “servicio” en su acción 

y, en el plano organizacional, el cambio paradigmático desde 

una inmensa estructura que administra discrecionalmente 

recursos y beneficios, hacia un sistema de organizaciones 

que gestiona intereses y soluciones a problemas y necesi-

dades sociales, orientando su acción preferentemente a los 

sectores más débiles de la sociedad.

Un camino propuesto consiste es la gestión de una 

ética sistémica al interior de las organizaciones del Estado, 

entendida como el ejercicio metódico de programas y ac-

ciones en los que se involucran todos los actores relevantes 

del servicio público (autoridades, jefaturas, mandos medios, 

ciudadanos demandantes, organizaciones asociadas), con el 

propósito de reorientar la actividad del Estado, con la guía 

de valores y principios que cautelen el bien común y los de-

rechos ciudadanos.

ción. Igualmente, se asigna a la administración la obligación moral de propiciar la 

autorealización del funcionario.  
3 Poder de escucha, de solución, de asignación de recursos, de distribución de 

“beneficios”.
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Condiciones de una ética sistémica

Nuestra tradición administrativa nos lleva frecuente-

mente a perder de vista que, por regla general y por tradi-

ción institucional, quienes dictan los patrones conductuales 

del desempeño funcionario se encuentran muy alejados de 

quienes deben ejecutarlos en la práctica concreta y cotidia-

na. Dicho alejamiento opera en términos del tiempo (regla-

mentaciones y normas antiguas), el espacio (distancia buro-

cratizada entre autoridades y operadores), o de ambos.

Nos enfrentamos así a una primera condición que debe 

ser reflexionada, cual es la presencia de una clásica ética he-

terónoma, cuyos dictados emanan no sólo de un poder ex-

terno y alejado de quien debe ejecutarlas, sino que, además, 

están sometidos a una verdadera “cascada” de interpretacio-

nes y reinterpretaciones – tantas como mandos medios in-

tervengan -, que tienden a distorsionar su sentido, o a poner 

una brecha de significación entre los distintos actores. 

Se podrá contraargumentar que la ley es única, clara 

y precisa. Sin embargo, frente a la abundante complejidad 

de situaciones con las que el servicio público debe lidiar día 

a día, no existe ley que pueda dar efectiva cobertura a todas 

las posibles manifestaciones del desempeño funcionario o 

que sea suficientemente significativa para cada uno de los 

integrantes de esta inmensa comunidad de empleados.

Nos encontramos así frente a un verdadero “divorcio” 

entre el sentido que quienes las dictaron dieron a las normas 

y la significación práctica que ellas representan para los miles 

de operadores, entre quienes su inobservancia sólo tiene 

sentido en tanto implica sanciones y suponiendo que tales 

sanciones sean aplicadas efectiva y eficazmente.

Un segundo gran problema radica en la tendencia casi 

“natural” de asignar responsabilidades éticas al desempeño 

de los demás, por sobre nuestro propio comportamiento. 

Unidos la definición “ajena” de las normas con la ten-
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dencia a atribuir responsabilidades a “los demás”, la ausencia 

de identificación personal con los compromisos morales 

colectivos resulta ser la consecuencia obvia e inmediata. Ello 

produce una verdadera ceguera ética para la evaluación del 

trabajo propio, que puede conducir a una pérdida de su sen-

tido, al obscurecimiento de sus fines, al olvido de las misiones 

institucionales, a la minusvaloración del destinatario (que es 

sujeto de derechos, no objeto de beneficios), al ejercicio ri-

tualista del rol, generando en cada funcionario una baja en 

su motivación, frustración, desidia e infelicidad laboral.

El nuevo marco histórico que enfrenta el servicio pú-

blico demanda - justamente -, una mayor capacidad de ini-

ciativa y creatividad de parte de los ejecutores, lo que crea 

un campo nuevo en el cual el “criterio personal” es trascen-

dental, tanto en la toma de decisiones y la administración de 

los recursos, como principalmente en la ejecución directa y 

cotidiana de las acciones de servicio.

Por esto, la concepción de una ética sistémica se inte-

resa en generar acciones orientadas a formar funcionarios 

reflexivos y críticos, capaces de discernir y comprender las 

orientaciones valóricas que inspiran su rol y, asimismo, pro-

ductores de iniciativas y de patrones conductuales erigidos 

a partir del marco ético público y de su expresión normativa. 

Dicha capacidad de reflexión individual y colectiva encuen-

tran su eje articulador en cuatro dimensiones del desempe-

ño funcionario: el querer hacer (los fines), el deber hacer (las 

normas), el saber hacer (las competencias) y el poder hacer 

(la factibilidad) 4. Para ello se requiere creer más, querer más 

y confiar más en las personas. 

4 Tales dimensiones son los cuatro elementos indispensables del comportamiento 

funcionario, conformando entre si una totalidad dialéctica de mutua y múltiple 

reciprocidad y, a pesar de que situacionalmente sea sólo una de ellas la que más 

destaque, las demás aparecen ligeramente difuminadas, pero no desaparecen ni 

dejan de ejercer presencia, influencia o presión.
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Construyendo una Etica Sistémica

Considerando la integralidad del comportamiento hu-

mano, como igualmente la complejidad de los organismos 

públicos, el propósito de una ética sistémica consiste en 

crear un sistema de intervenciones que sea todo lo amplio 

posible, de manera tal que pueda incorporar el máximo de 

variables relacionadas con el desempeño moral del funcio-

nario y de la organización – y no sólo su bondad espiritual – y 

de sus posibilidades de quiebre. En este sentido, se trata de 

intervenir éticamente en las distintas áreas estratégicas de 

las organizaciones5

Se trata de desmitificar la ética, de insertarla en la con-

tingencia diaria y ponerla a la altura del hombre concreto, 

cotidiano, en relación con los demás, inserto en contextos or-

ganizacionales complejos, dinámicos e históricamente con-

dicionados. Recordemos a este respecto que muchas perso-

nas continúan considerando la ética como una entidad ideal, 

instalada sobre los hombres y sobre las organizaciones, o 

externa, y ajena a ellos, hacia la cual deben orientar su com-

portamiento y desempeño.

Aquí partimos considerando “lo ético” como una va-

riable más de lo organizacional y uno de los componentes 

centrales  de su propia dinámica, que –al igual que todos 

los procesos organizacionales-, es elaborada (construida) y 

re-elaborada (deconstruida y reconstruida) por las propias 

personas en interacción social, cuantas veces sea necesario.   

Por ello, cada oportunidad en que una organización 

decide intervenir en materia de ética y en la corrección del 

comportamiento funcionario, se debe tener en cuenta que 

las contravenciones en esta materia encierran distintos tipos 

de conductas. En un extremo encontramos el delito franco 

5 Tales como el estilo de liderazgo, la estructura organizacional, el modelo de ges-

tión, la política de personal, los sistemas de formación y capacitación, los métodos 

de trabajo, sistemas comunicacionales la cultura organizacional, etc.
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o disfrazado. En el otro extremo, simples faltas o actos “in-

debidos”. En ambos se trata del uso indebido de los cargos, 

las funciones y/o los recursos institucionales, con fines par-

ticulares de quien los emplea. En medio de estos extremos 

pueden operar actos más o menos visibles, más o menos im-

portantes según los montos o de acuerdo a su cercanía con 

la legalidad o con las prácticas recomendadas. Sin embargo, 

hablan igualmente de quiebres morales. Así, la negligencia y 

desidia funcionaria también caen en el amplio campo de la 

inobservancia ética.

En el primer caso, será la ley y el sistema penal quienes 

deberán operar y su evaluación y sanciones tendrán – según 

se apliquen o no, correcta o incorrectamente - un efecto 

didáctico o ejemplarizador, directamente relacionado con 

el tipo de consecuencia con que estos procesos concluyan. 

Así, al tanto que la sanción proporcional y oportuna puede 

operar como disuasivo, la impunidad y permisividad pueden 

ser un acicate y un modelo de aprendizaje vicario para las 

personas éticamente más vulnerables.

En el segundo caso nos enfrentamos a un conjunto 

interminable de posibilidades de actos indebidos y moral-

mente reprobables, contrarios a las normas, directrices, prin-

cipios o valores organizacionales, ante los cuales deberá ser 

la organización misma la que –interviniendo o no – enfrente 

y genere consecuencias. Tales posibilidades tienden a ser 

más cotidianas, más domésticas y, por su simpleza, menos 

visibles. 

Estas prácticas, más que formas de “gran corrupción”, 

nos hablan de una “variada corruptela” y que, desde nuestra 

perspectiva, también  interesa enfrentar, por cuanto debido 

a su cotidianeidad y mayor simplicidad frente a aquellos 

actos francamente delictuales, representan un enorme po-

tencial de contaminación en la convivencia informal de las 

organizaciones, que se esconde muchas veces detrás de la 

ignorancia, la falta de reflexión, el mal funcionamiento y el 
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desorden, las debilidades humanas domésticas de las perso-

nas y la complicidad de un mal enfocado sentido de lealtad 

y camaradería. 

En un nivel más cotidiano y no necesariamente con-

tradictor de lo normativo, encontramos  los aspectos cuali-

tativos de la conducta funcionaria, en cuanto a la diligencia, 

voluntad, oportunidad y calidad con que se debe imprimir la 

gestión pública.

En este sentido, la atención deficiente, poco oportuna 

y poco diligente, que habla de falta de dedicación, compro-

miso y voluntad, es también una forma de contravención 

moral, que atenta contra los derechos básicos del ciudadano 

respecto de lo que debería recibir de parte del Estado, con 

lo cual se minimiza y empobrece su gestión y su rol. Así, el 

poder de escucha, de atención y /o de solución  que detenta el 

funcionario, es un derecho que el ciudadano puede impetrar 

y exigir.

Encontramos así que la preocupación ética dentro del 

servicio  debe considerar tanto los actos corruptos y vulnera-

bilidades organizacionales en materia de moralidad pública, 

cuanto que la calidad de la atención al ciudadano.

A este respecto, la intervención sistémica en mate-

rias éticas debe ser bastante más que el mero control de la 

conducta funcionaria y, eventualmente, su corrección. Estos 

procedimientos se refieren a intervenciones sobre las conse-

cuencias de comportamientos ya dañados y que requieren 

modificación y, por lo mismo, son tan sólo una parte de tra-

tamientos más profundos y metódicos. Más que la corrección 

de los “malos” comportamientos, la base principal de una 

ética sistémica siempre se orientará hacia la promoción de 

las “buenas” conductas, a través de la búsqueda e incentivo 

de la integridad de la persona y de los grupos. Ello impli-

ca la definición previa y reflexionada de cuál será el ethos 

organizacional y cual la conducta funcionaria deseada. De 

allí emanarán – de manera socializada y socializadora -, las 
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pautas conductuales que orientarán a las personas en su 

desempeño laboral.

Esto significa que, conocido el marco valórico general 

en el cual se señala los “mínimos deseables”, se trata de cons-

truir comunitariamente una ética organizacional operaciona-

lizada en y para la acción concreta y cotidiana, de la cual la 

persona sea también gestora, y no sólo observante.  

Ello nos lleva directamente a los temas de la educación 

y formación, respecto a lo cual surge la clásica pregunta 

acerca de si es o no posible “enseñar” la ética, sin que ello 

signifique un aplastamiento normativista enajenante. La so-

brevaloración  del sistema formal de normas hace del funcio-

nario un excelente “cumplidor” mientras está en presencia 

del controlador, o cuando su temor a la sanción es superior 

al atractivo de lo prohibido. Sin embargo, en ausencia de 

controles o con escaso temor ante sanciones (que no siem-

pre llegan), se hace débil o vulnerable ante los incentivos 

“perversos”.

Una segunda pregunta se refiere a si el comportamien-

to moralmente correcto es consecuencia de la “enseñanza” 

de la ética o si es consecuencia de un ambiente éticamente 

organizado. La segunda pregunta es ¿en qué es preferible 

invertir, en enseñar la ética o en crear ambientes éticos? 

Quizás lo más apropiado sea una complementariedad de 

ambos elementos y, de esta forma, incorporar la educación 

de los funcionarios en programas de intervención éticas más 

integrales y sistémicas. Es lo que proponemos. 

Elementos de una Etica Sistémica

La propuesta de una ética sistémica es una tarea de 

gran envergadura que en su fundamento inicial deberá con-

siderar, a lo menos, los siguientes aspectos:

• El sistema de propósitos-objetivos-metas que 
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se desprenden de la misión institucional, que 

representa su razón de ser, explicitando y so-

cializando a través de su análisis los principios y 

valores que lo fundamentan.

• Las exigencias sociales a las que está expuesta 

la organización y, a partir de ello, las formas de 

evaluación de la gestión y de la calidad de los 

servicios que presta.

• El marco normativo-legal que regula las rela-

ciones intra y extraorganizacionales y que vie-

nen a representar la expresión “pedagógica” de 

sus principios y valores.

• El marco interactivo y comunicacional en el 

que acontecen las relaciones entre los distintos 

actores sociales relacionados con la organiza-

ción particular.

• Los procesos socializadores y los rasgos cultu-

rales, propios de la organización, en donde se 

producen, explican y operacionalizan normati-

vas, principios y prácticas propias y particulares 

de la organización misma (en donde encontra-

mos igualmente, los aspectos informales  tradu-

cidos en fortalezas y vulnerabilidades morales 

“colectivas” 6)

• El estilo de gestión y de dirección que caracte-

riza a la organización. 

• Las condiciones laborales en que la gestión se 

desarrolla.

• Los grados de satisfacción-insatisfacción de los 

6 Recordemos que, si bien el sujeto del acto moral es siempre la persona indivi-

dual, “lo moral” siempre se refiere a una dimensión colectiva, tanto por su origen 

comunitario, cuanto que por su expresión interaccional y por las consecuencias 

que tales actos individuales pueden provocar en los demás. De esta manera, mer-

ced a la mayor o menor adhesión a patrones éticamente reprobables dentro de 

un colectivo, nos permite la licencia de hablar de “organizaciones”  más o menos 

vulnerables, o más o menos corruptas.
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actores involucrados en la gestión y los servicios 

producidos (ciudadanos, funcionarios, mandos, 

agentes externos).

Las instituciones  públicas no son una organización 

cualquiera. Son, en verdad, organizaciones creadas para ser-

vir a la ciudadanía y dar solución a las necesidades sociales, 

por lo que se constituyen en grandes espacios de interacción 

social y, más aún, de interacción entre los ciudadanos y el 

Estado. Ello implica que su legitimación será el producto no 

sólo de los logros que alcance, sino también de la forma y el 

trato a través de los cuales los alcanza. 

Empleando el lenguaje de Adela Cortina (2000), las 

organizaciones del servicio público son verdaderos “espacios 

éticos”, capaces de responder – o no -, ante las necesidades 

de la gente y, por ello, objetos de evaluación pública y de 

autoevaluación. Esta misma idea de la organización pública 

como un espacio ético, originada en los fundamentos bási-

cos de la noción de servicio al ciudadano, es la que refuerza 

la incorporación de “lo ético” como elemento que permea 

toda la estructura y todos los procesos organizacionales.

La principal característica de esta ética organizacio-

nal consiste en la existencia de un marco de valores, princi-

pios y normas conductuales compartido, explicitado, opor-

tunamente socializado e, idealmente, autogenerado en la 

reflexión y el discernimiento colectivo, que sostiene a la 

organización misma, en términos de su misión, su rol, su 

responsabilidad y desempeño. Sobre esta base acontecerá 

la socialización de sus funcionarios (mandos superiores, me-

dios y subalternos) y de los ciudadanos que demanden sus 

servicios o que interactúen con ella.

Planteada así, una ética sistémica es mucho más que 

un decálogo de instrucciones y se transforma en un verda-

dero proceso de  construcción y reconstrucción basado en la 
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gestión de los directivos y la participación de los funciona-

rios y del público beneficiario. 

Por otra parte, desde el punto de vista del funciona-

rio, la consideración ética de la organización cobra valor 

adicional, pensando en que los espacios laborales también 

se relacionan con su mayor o menor desarrollo, satisfac-

ción y realización personal. Con ello queremos significar 

que la construcción de una ética sistémica debe considerar 

la respuesta y servicio orientados hacia el ciudadano, como 

asimismo, la motivación, el respaldo y la seguridad de los 

trabajadores. 

Así, siguiendo a Cortina (2000), las organizaciones son 

“espacio para la justicia; una institución donde el comporta-

miento de los miembros no es arbitrario sino que está sometido 

a reglas de cooperación, que hacen posible la autorealización 

personal en un clima de respeto mutuo donde se hallan deli-

mitadas las responsabilidades que se comparten, porque esta-

blecen un sistema de división y reparto de derechos y deberes, 

de beneficios y patrimonios, de responsabilidades y poderes, de 

ventajas y desventajas, de plusvalías y gravámenes”.

Esta construcción de ética sistémica, que implica análi-

sis y reflexión de normas; evaluación de principios y prácticas; 

discernimiento, consensos y aceptación de regulaciones, in-

terpretaciones, valoraciones y acuerdos de comportamiento, 

supone la construcción de un referente común socializado 

que, orientado hacia la función de servicio público, posibilite 

asimismo el ejercicio de derechos y deberes funcionarios y 

favorezca el crecimiento, desarrollo y autorrealización de las 

personas a través de su trabajo. 

Entre lo personal y lo colectivo 

Un poderoso elemento que la construcción ética debe 

tener en cuenta es que en los espacios laborales – más que 

en cualquier otro lugar -, los referentes comunes están  fuer-
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temente mediatizados por los naturales intereses y obje-

tivos individuales. En rigor, el trabajador busca a través de 

su actividad laboral los medios para satisfacer sus propias 

necesidades y objetivos particulares, los cuales no siempre o 

no necesariamente, coincidirán con los objetivos organizacio-

nales. Por lo tanto, la asunción o aceptación de los referentes 

comunes como si fueran propios, implica una suerte de sacri-

ficio “requerido” o impuesto, de una parte significativa de 

la intencionalidad y voluntad individual del funcionario, en 

favor de lo colectivo.

Para regirse, entonces, por criterios organizacionales, 

las personas deben estar dispuestos  - con la voluntad y la 

posición disponibles -, a compartir tales exigencias comunes  

a través de esta integración de “lo personal” y “lo institucional”. 

Lo personal está en condiciones de corregir lo institucional a 

través de la introducción de la perspectiva de la persona como 

complemento necesario de la perspectiva de la institución, lo 

que supone: detectar, denunciar y corregir las posibles des-

mesuras de la institución; desenmascarar las pretensiones 

indiscriminadas; modificar la rutinización y anquilosamiento 

de las relaciones humanas; introducir espacios para la comu-

nicación informal.

Por otra parte, la introducción del referente normativo 

institucional como complemento necesario a la perspectiva 

de la persona, supondrá detectar, denunciar y corregir la in-

termitencia, la inconstancia y la variabilidad de las relaciones 

humanas; establecer las garantías para que cada persona 

pueda desarrollar eficazmente sus tareas; asignar el lugar 

y las funciones de cada persona según sus capacidades y 

disponibilidades; adecuar espacios y tiempos de trabajo y 

evaluar la autoestima y la autorrealización personal.

Diagnóstico de Vulnerabilidades y Virtudes Organiza-

cionales7

7 La metodología de gestión ética – cuyo materia escapa a los propósitos del  pre-

sente artículo -, consiste en la organización de seis tipos de acciones : a) estudio 

e investigación; b) diagnóstico; c) discernimiento y reflexión; d) intervención; e) 
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Ante todo se trata de conocer las realidades concretas 

sobre las que  se propone intervenir, las cuales, a pesar de ser 

“nuestras”, no siempre son del todo conocidas o cuyo cono-

cimiento no necesariamente es del todo compartido.

La organización tiene características objetivas -inde-

pendientemente de quien la observa -, pero el conocimiento 

acerca de ella es siempre subjetivo en razón de quien la 

observa. Tenemos así que una misma realidad puede dar 

origen a tantas percepciones-interpretaciones como sujetos 

la observen, como si cada una de ellas fuera una pequeña 

realidad. Sin embargo, para convivir en esta realidad común 

y para transformarla es necesario el ejercicio de la reflexión 

colectiva, cuya función es la construcción un conocimiento 

comunitario intersubjetivo. Se trata de la búsqueda de con-

clusiones comunes, a partir de los conocimientos, interpreta-

ciones y nociones personales.

En materia moral, esta búsqueda de conclusiones co-

munes es todavía más importante, en tanto ellas se orientan 

directamente a la acción práctica. Tratándose de organi-

zaciones públicas se destaca aún más el rol de quienes las 

dirigen ya que dependiendo del estilo de dirección, de su 

voluntad de intervenir o no y, especialmente, de su conducta 

personal, podrá guiar o al menos permitir que los integrantes 

de la organización puedan hacer este ejercicio de reflexión y 

búsqueda.

Es importante que todo inicio de búsqueda y reflexión 

parta de la base sólida de una percepción e interpretación 

común acerca de lo que la organización es y hace, y de lo que 

las personas son y hacen en relación con su organización. De 

igual forma, esta base inicial debe tener en cuenta las propias 

apreciaciones y valoraciones individuales de cada persona. 

Ello, porque desde sus inicios cada persona es portadora tan-

to del marco normativo y valórico propio de la organización, 

al igual que porta sus propias intuiciones morales. 

evaluación; y,  f) seguimiento. 
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Las clásicas preguntas de ¿qué somos cómo organi-

zación?8, ¿qué hacemos?, ¿que se espera de nosotros?, ¿qué 

promesa queremos ser para los demás?, ¿cuáles son nuestros 

proyectos comunes? surgen tanto de los marcos generales 

que definen la visión y misión organizacionales, ya estableci-

das en la formalidad, sino también – y quizás, principalmen-

te- de las percepciones y voluntades de sus integrantes. Por 

lo tanto, la pregunta ética frente a un problema, un dilema, 

una decisión o una definición, debe dar paso a la reflexión 

colectiva, para lo cual el método de discernimiento, em-

pleado en trabajos grupales y talleres, debe dar origen a una 

respuesta ética y, finalmente, a una acción consecuente  y 

comprometida. Las instancias mencionadas no son –como 

pudiera parecer- fases diferenciadas, sino momentos carac-

terizados por una tarea y un producto, pero que sin embargo 

se influyen recíprocamente en un proceso de incesante enri-

quecimiento. 

Así, al tanto que la pregunta ética estructura una tarea y 

un desafío a la reflexión, ésta se transforma en una re-compo-

sición y mejor definición de la pregunta propiamente tal, en 

un proceso dialéctico, a través de cual ambas se desarrollan 

mutuamente. De la misma forma, la respuesta ética – relacio-

nada con la intencionalidad del hacer -, recibe su propia tarea 

y desafío implícitos en la reflexión.  

Finalmente, transformada dicha respuesta en acción 

– propósito de todo el proceso - encuentra en la práctica 

concreta el más poderoso resultado retroalimentador de 

todo el proceso anterior, que debe ser utilizado inteligente-

mente para aprender de él.

Seguidamente, las reflexiones iniciales deben incorpo-

rar la revisión de los problemas reales de la organización, se-

8 Antes de iniciar las discusiones debe tenerse en cuenta y reflexionar en torno de 

la orientación fundacional de la organización, es decir, la orientación valórica que 

inspira al servicio, que es bastante más que la definición de su misión, que tiende 

a rutinizarse y a transformar en slogans lo que debe ser materia de permanente 

reflexión.
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gún lo percibido por los distintos actores sociales, tratando 

de dar respuestas a ciertas preguntas, tales como:

• ¿Cuáles son las áreas o zonas más vulnera-

bles?

• ¿Cuáles son los principales problema que en 

materia ética, enfrenta la organización? ¿a qué 

puestos afecta? (diagnóstico reactivo), o ¿cuáles 

son los problemas que en función de nuestras 

tareas podrían surgir? ¿a qué puestos podría 

afectar? (diagnóstico proactivo).

• ¿Cuáles son las magnitudes que presentan ta-

les problemas?

• ¿Cuáles son sus causas?9, ¿cuáles son sus con-

secuencias?10

• ¿Cuáles son los riesgos y costos de intervenir, o 

de no intervenir?

• ¿Con qué recursos se cuenta – efectivamente 

– para intervenir?

• ¿Cuáles son las posibilidades objetivas de in-

tervenir exitosamente?

De igual forma, es de suma importancia que la au-

toridad oriente la reflexión y análisis de los funcionarios 

– de manera independiente-, respecto de la detección de las 

vulnerabilidades  y debilidades que la organización presenta 

(la oficina, departamento, unidad). Ello puede llevar directa-

9 Señalemos que tratándose de identificación de “causas”, éstas son más bien 

constelaciones de factores causales ligados entre sí de manera tal que la 

pesquisa de relaciones monocausales, no sólo es impracticable, sino además 

ilógica. No obstante, podemos tratar de identificar los factores causales cerca-

nos o lejanos, directos o indirectos, principales y secundarios.
10 Asimismo, los problemas morales prácticos pueden producir múltiples 

consecuencias, tanto en relación con las personas, la organización, como la 

sociedad en su conjunto. No se trata de consecuencias únicas, sino múltiples 

y variadas. Por ello, operacionalmente conviene proyectar eventuales conse-

cuencias de corto, mediano o largo plazo, respecto a funcionarios, otros actores 

y la institución.  
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mente a que los funcionarios, quienes conocen en propiedad 

la realidad organizacional, logren  apropiarse del diagnóstico 

colectivo y posicionarse activamente en la acción de inter-

vención. Se requiere que los distintos grupos trabajen con 

autonomía, confianza y respaldo, recordando que se necesi-

ta ser valiente para “decir las verdades”, pero que se necesita 

serlo mucho más para “escucharlas”. 

La discusión de los “grandes temas éticos” de una or-

ganización consiste en la reflexión comunitaria sobre los 

temas o problemas cotidianos,  en donde todos tienen “algo 

que decir”. Son los funcionarios mismos quienes conocen 

mejor que nadie cuáles son tales problemas y dilemas éticos 

cotidianos. Son ellos mismos quienes con mayor autoridad 

práctica sabrán como enfrentarlos.

Liderazgo y gestión ética

En gran medida, el comportamiento de los empleados 

y funcionarios depende del modelo gerencial que observe, 

más que de las charlas, conferencias o instrucciones que re-

ciba. Asimismo, la socialización formal depende del compor-

tamiento ejemplar de los mandos superiores. La conducta de 

quienes dirigen es el espejo en que se miran los subalternos. 

Por lo tanto, aún a riesgo de ser obvios en nuestras aprecia-

ciones, señalemos que se trata, en primer lugar, de enseñar 

con el ejemplo.

Sin embargo, la sola conducta éticamente apropiada 

no garantiza su réplica en los niveles medios y operativos de 

la organización. Aún siendo uno de los principales mecanis-

mos de socialización, resulta insuficiente si no se incorpora 

la voluntad efectiva de intervención ética en la estructura 

y funcionamiento global de la organización, es decir, en el 

despliegue de una ética sistémica. Se trata de una sincera y 

sólida voluntad política orientada a “hacer mejor las cosas”

Siendo los espacios laborales también espacios éticos 
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de interacción social, es imprescindible el desarrollo de lide-

razgos verdaderamente éticos, no sólo en el comportamien-

to individual, sino también en la gestión que las autoridades 

y jefaturas generen al interior de la organización.11 Desde 

este punto de vista, el liderazgo en las organizaciones es 

también un liderazgo moral. En él no sólo se identifica la  

orientación ética de la organización y del líder, sino también 

los patrones morales y conductuales de los funcionarios, y 

de su desempeño. Por ello, la orientación moral de quien 

dirige no se reduce sólo al estudio de su carácter, es decir, un 

estudio de su posible integridad y deseables virtudes perso-

nales. También interesan los modos de actuar que incluyen 

ese “carácter” y que se realizan en una serie de actitudes y 

comportamientos que orientan y conforman las actividades 

propias y las de aquellos a quienes dirige. Esto porque a par-

tir de tales actitudes se generará modos de hacer las cosas, 

estilos de interacción social y de dirección, y una cultura 

intraorganizacional en la que se desarrollarán determinados 

comportamientos – idealmente valiosos y éticos -, tanto para 

la organización misma, cuanto que para las personas a quie-

nes presta servicio y atención.

El gerente público y los líderes se convierten así en 

el factor decisivo para que la institución - en donde las per-

sonas conviven durante el tercio más útil de su día y de su 

vida laboral -, se convierta en un verdadero “espacio ético”, 

en el que colaboran y comparten su tiempo y su trabajo, 

proponiéndose metas comunes y generando una estructura 

valórica esencial propia y diferenciada que les otorgue una 

identidad organizacional. Para ello se hace necesario:

• Reconocer y hacer reconocer esta estructura 

valórica propia y dinamizarla colectivamente, 

11 La gestión ética organizacional debe utilizar todos los métodos disponibles y 

factibles que establezcan, a lo menos, los siguientes mecansmos: a) de definición 

y operacionalización de los marcos éticos globales; b) de definición marcos éticos 

micro-organizacionales; c) de instauración operacional; d) de socialización; e) de 

evaluación y control; y, f) de retroalimentación y redefinición.
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como espacio para  el respeto mutuo,  la coope-

ración y la responsabilidad.

• Ejercer un liderazgo integral que, además de 

hacer una buena administración y gestión, sea 

capaz de mantener permanentes y claros cana-

les de comunicación con los distintos actores 

del sistema (jefes, subordinados, beneficiarios, 

usuarios, etc.)

• Ejercer un rol de líder responsable, que no sólo 

es experto y bien calificado, sino que, además 

asume la responsabilidad por las consecuencias 

de todas y cada una de sus decisiones. 

La institución pública no es un grupo humano cual-

quiera. Se trata de un grupo humano laboral cuyo rol princi-

pal consiste en responder a los mandatos y necesidades de 

la ciudadanía. Su legitimidad dependerá entonces de cuánto 

sea capaz de responder, en el marco de los valores éticos 

compartidos por quienes se relacionan con ella, desde las 

más importantes autoridades, los directivos y funcionarios, 

hasta los ciudadanos comunes y corrientes y la sociedad en 

su conjunto. 

Así, la responsabilidad y la eficacia organizacional es-

tán en la  preocupación permanente de generar una insti-

tución capaz de aprender de su propia praxis, tanto para 

alcanzar mayores niveles de eficiencia y calidad, cuanto que 

en el perfeccionamiento cotidiano de su vocación de servicio 

público.

Esta es la razón por la que las autoridades y jefaturas 

deben considerar la organización no como un mandato dado 

por tradición y rutina, sino como un proyecto en desarrollo, 

que se renueva permanentemente y que promueve el me-

joramiento del servicio público y las condiciones de trabajo 

para los funcionarios. Por esto, además de sus competencias 

y calificaciones, deben disponer de una verdadera vocación 
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directiva, capaz de integrar las motivaciones personales de 

los funcionarios y los objetivos institucionales, con capaci-

dad comunicacional que les permita no sólo informar con 

transparencia sino que, además, generar espacios para el 

diálogo y el intercambio de expectativas y necesidades. Se 

trata de asumir a los trabajadores como personas, como un 

fin en si mismo, más que como “recursos” o medios. En este 

sentido, en el plano motivacional deben cruzar la barrera de 

la sanción y del control para centrarse en la búsqueda de 

convergencias de objetivos personales-institucionales y en 

la promoción de los funcionarios.

Para lograr estos propósitos las autoridades y jefaturas 

enfrentan el desafío de descubrir, reconocer y potenciar las 

capacidades de las personas, procurando su empoderamien-

to. Para ello, deberán clarificar los aspectos normativos y los 

valores compartidos, en la búsqueda de la cooperación res-

ponsable, cuyo camino indispensable consiste en sustituir la 

clásica ética de la duda por una nueva ética de la confianza. 

En lo que se refiere a la asignación de tareas y respon-

sabilidades y empleando nuevamente conceptos de Cortina 

(2000), quienes dirigen los organismos públicos deben ser 

verdaderos descubridores de talentos directivos y laborales, 

además de ser grandes incentivadores de capacidades res-

pecto a quienes le rodean. Para ello requieren de una espe-

cial capacidad para conocer e identificar no sólo a quienes 

exhiben especiales competencias, sino que, además, están 

dotados de una estructura valórica apropiada a las deman-

das de la organización. 

Finalmente, digamos que el liderazgo gerencial pú-

blico no es sólo cuestión de sistemas de trabajo y técnicas 

motivacionales, sino principalmente un rol complejo basado 

en la confianza, el respeto, la comprensión y capacidad de 

escucha, además de una profunda convicción social orienta-

da hacia la ciudadanía, particularmente hacia los más despo-

seídos y excluidos de la sociedad.
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